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Recomendación: 
03/2024 

Expediente: CODHEY 240/2020. 

Quejoso: QA1. 

Agraviado: El mismo. 

Derechos Humanos Vulnerados:  
Derecho a la Libertad Personal. 
Derecho a la Propiedad y a la Posesión. 
Derecho a la Legalidad y a la Seguridad 
Jurídica. 

Autoridad Responsable: Servidores 
públicos pertenecientes a la Policía 
Municipal de Tixpéual, Yucatán. 

Recomendación dirigida al: C. Presidente 
Municipal de Tixpéual, Yucatán. 

Mérida, Yucatán, a ocho de abril del año dos mil veinticuatro 

Atento el estado que guarda el expediente CODHEY 240/2020, relativo a la queja interpuesta 
por el ciudadano QA11 en agravio propio, por hechos violatorios a sus derechos humanos 
atribuibles a servidores públicos pertenecientes a la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, y 
no habiendo diligencias pendientes por realizar, con fundamento en los artículos 85, 87, 88 y 
89 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, así como de los 
numerales 116 fracción I, 117 y 118 de su Reglamento Interno, ambos Ordenamientos Legales 
en vigor, se procede a emitir resolución definitiva en el presente asunto, al tenor siguiente: 

COMPETENCIA 

La competencia de esta Comisión está determinada en el artículo 102 apartado B de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, este Organismo forma parte del 
conjunto institucional del Estado Mexicano de salvaguarda de los derechos humanos de las 
personas que se encuentran en esta Entidad. A nivel local, el artículo 74 de la Constitución 
Política del Estado de Yucatán, establece que la Comisión de Derechos Humanos de esta 
Entidad, es la encargada de la protección, defensa, estudio, promoción y divulgación de los 
derechos humanos. Así pues, le corresponde establecer como resultado de su procedimiento 
de investigación de quejas, si existe violación de los derechos humanos y la responsabilidad 
por parte de las autoridades del Estado. 

1Nombre completo del quejoso de acuerdo a las constancias que obran glosadas al expediente que se resuelve. 
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Por lo que, con fundamento en el apartado B del artículo 102 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 74 de la Constitución Política del Estado 
de Yucatán; numerales 72 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado en vigor; 
10, 11, 116 fracción I3 y demás aplicables de su Reglamento Interno vigente, y de la resolución 
A/RES/48/134 de fecha veinte de diciembre del año de mil novecientos noventa y tres, de los 
denominados Principios de París4, este Organismo tiene competencia, por las razones que a 
continuación se mencionan: 
 
En razón de la materia —ratione materia—, ya que esta Comisión acreditó diversas violaciones 
a los derechos humanos, específicamente a la Libertad Personal en sus modalidades de 
Detención Ilegal y Retención Ilegal; a la Propiedad y a la Posesión; así como a la 
Legalidad y a la Seguridad Jurídica en su particularidad de Ejercicio Indebido de la 
Función Pública. 
 
En razón de la persona —ratione personae— ya que las violaciones acreditadas son atribuibles 
a servidores públicos pertenecientes a la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán. 
 
En razón del lugar —ratione loci—, porque los hechos ocurrieron en territorio del Estado de 
Yucatán; y, 
 
En razón de tiempo —ratione temporis—, en virtud que los hechos violatorios de derechos 
humanos sucedieron con posterioridad a la fecha de creación de este Organismo, y se 
encuentran por lo tanto dentro del marco temporal que permite a los peticionarios presentar 
sus quejas ante él. 
 
 
 

 
2El artículo 7 dispone que “la comisión tendrá competencia para conocer en todo el territorio del Estado de Yucatán, de oficio 
o a petición de parte, quejas por presuntas violaciones a los derechos humanos, por actos u omisiones de cualquier naturaleza 
imputables a las autoridades o servidores públicos. En los términos de esta ley, solo podrán admitirse o conocerse quejas o 
inconformidades contra actos u omisiones de autoridades judiciales estatales, cuando tengan carácter administrativo. La 
comisión por ningún motivo podrá examinar cuestiones jurisdiccionales de fondo.” 
3De acuerdo con el artículo 10, “Para los efectos del artículo 7 de la Ley, la Comisión tendrá competencia en todo el territorio 
del estado para conocer de las quejas relacionadas con presuntas violaciones a los derechos humanos, cuando éstas fueren 
imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter  estatal o de los municipios de la entidad, salvo de los actos del 
Poder Judicial del Estado, caso en el cual, sólo tendrá facultades para conocer de actos u omisiones que tengan el carácter 
de trámite administrativo.” Asimismo, el artículo 11 establece: “Para los efectos del artículo 7 y 10 fracción II de la Ley, se 
entiende por actos u omisiones de cualquier naturaleza imputables a autoridades o servidores públicos estatales o 
municipales, los que provengan de cualquier dependencia, institución u organismos de cualquiera de los poderes públicos del 
Estado, con la limitación establecida en el artículo 10 de este Reglamento o de cualquiera de los municipios del mismo, y en 
el caso de la administración pública estatal o municipal, sea que se trate de órganos de la administración centralizada, 
paraestatal o paramunicipal, y los organismos públicos autónomos estatales.” Por su parte, el artículo 116, fracción I, señala: 
“Los expedientes de queja que hubieren sido abiertos podrán ser concluidos por: I.- Haberse dictado la Recomendación 
correspondiente, quedando abierto el caso exclusivamente para los efectos del seguimiento de la Recomendación …”. 
4Principios relativos al estatuto y funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y promoción de los derechos 
humanos (Principios de París), que establece como responsabilidad de los organismos nacionales de protección de derechos 
humanos la promoción y defensa de los derechos de las personas de acuerdo con el derecho internacional de la materia 
(Apartado A, punto 3, inciso b). 
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DESCRIPCIÓN DE HECHOS 
 
ÚNICO.- En fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, el ciudadano QA1 realizó una 
llamada telefónica a personal de esta Comisión, señalando lo siguiente: “… me afirmo y ratifico 
de la queja en contra de elementos de la Policía Municipal de Tixpéual. Yucatán, toda vez que 
el día jueves quince de octubre del año en curso, siendo alrededor de las trece horas, me 
encontraba conduciendo mi vehículo … en compañía de T1.  y de T2. ya que nos estábamos 
dirigiendo a la ciudad de Mérida, Yucatán, por lo que al estar en el tramo carretero entre Oncán 
y Techoh, rebasé a dos unidades de la Policía Municipal de Tixpéual … de las que solo me 
percaté del número económico de una de ellas, siendo el número DPM317, es el caso que, 
después de rebasarlas, una de ellas enciende las luces de su torreta y por medio del 
autoparlante me indica detenerme, lo cual hago, me orillo, desciendo del vehículo para saber 
el motivo de la detención, habían 3 oficiales en una unidad y un oficial en la otra, sin embargo 
ninguno de los cuatro se identificó, me indican que el motivo de la detención es por estar 
hablando por teléfono, a lo cual les indico que sí efectivamente estaba hablando por teléfono 
pero a través de bluetooth, sin embargo ellos dijeron que me iban a levantar una boleta de 
infracción por estar usando el teléfono celular sin manos libres, ante esta situación les indiqué 
que estaba bien, que me levantaran la boleta de infracción, que me la dieran y yo acudiría a 
pagarla después, pero ellos dijeron que las leyes habían cambiado y que las infracciones se 
pagaban en el momento en que se levantaba y que el pago sería en efectivo que ellos 
recibirían, les indico que si no me daban un comprobante de pago yo no podía pagarles la 
infracción. Seguidamente ellos indicaron que si no pagaba en ese momento quitarían una de 
las placas de mi vehículo como garantía, les dije que con la boleta de infracción era suficiente 
que no tenían por qué quitarme la placa. Acto seguido me dicen que habían dado aviso a la 
policía estatal y que teníamos que esperar a que llegara por lo que después de haber esperado 
una hora y media, llegó la unidad de la SSP … que estaba a cargo del oficial Pedro Rodríguez, 
quien indica a los policías de Tixpéual que me levantaran la infracción y que me dejaran ir, me 
piden la tarjeta de circulación de mi vehículo y mi licencia de conducir, se las entrego. Después 
de un tiempo uno de los policías de Tixpéual me pide que los acompañe a la comandancia 
para pagar la infracción, les dije que no tenía tiempo ya que necesitaba viajar a Mérida, al área 
Covid ya que (…), me vuelven a decir que no me podía retirar y que tenían que quitarme una 
de las placas de mi vehículo. Ante esta situación me indican que tenía que esperar a que 
llegara la policía federal, pero después de haber esperado como dos horas, la policía federal 
nunca llegó. Ya para ese entonces ellos ya tenían mis documentos, uno de los policías de 
Tixpéual me dice que eso no se iba a quedar así, que me conoce y que así les gustaba gorditos 
y que se fleten, y que me iba a partir la madre, en eso intento subirme a mi carro, se me acercan 
los cuatro policías, tres me esposan mientras el otro me estaba ahorcando, me suben a la 
patrulla, uno de los policías se sube a mi vehículo y lo lleva al Palacio Municipal, a mí me 
trasladan a la cárcel de Tixpéual, me quitan toda mi ropa, dejándome únicamente en bóxer. 
Estuve detenido por el lapso de tres horas después me llevaron a la comandancia para firmar 
mi detención (por entorpecer según la labor de la policía) y la multa (por usar el teléfono sin 
manos libres (tuve que pagar mil quinientos pesos en moneda nacional). Ya por último me 
devolvieron mi vehículo con toda su documentación …”. 
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EVIDENCIAS 
 

De entre éstas destacan: 
 
1.- Acta circunstanciada de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, en la que se 

hizo constar la llamada telefónica realizada a este Organismo por el ciudadano QA1, cuyas 
manifestaciones fueron transcritas en el apartado de “Descripción de Hechos” de la 
presente Recomendación. Al acta referida, se anexaron catorce impresiones fotográficas, 
relativas a unidades policíacas, a la persona del quejoso en cita, así como de dos 
documentos, en los que, en su parte conducente se hizo constar lo siguiente: 
a) Recibo con número de folio 063 de fecha quince de octubre del año dos mil veinte, en 

el que se hizo constar que, la Dirección de Seguridad Pública Municipal del H. 
Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, recibió del ciudadano QA1, la cantidad de 
$1,500.00 (Son: Un Mil Quinientos Pesos Moneda Nacional), por infringir la fracción I 
del artículo 197 del Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, 
esto, “… al utilizar durante la conducción dispositivos de telefonía móvil y cualquier 
otro medio o sistema de comunicación …”. 

b) Formato de datos de ingreso de detenidos a la Dirección Municipal de Seguridad 
Pública del H. Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, de fecha quince de octubre del año 
dos mil veinte, en cuya parte conducente se asentó lo siguiente: “… Nombre: QA1 … 
Fecha de ingreso: 15/octubre/2020. Hora: 14:50 … Motivo de la detención: Por 
entorpecer las labores de las autoridades … Responsables de la detención: 
Comandante Diego. No. Unidad: 317 …”. 

 
2.- Oficio sin número de fecha cinco de noviembre del año dos mil veinte, suscrito por el C. 

José Manuel Várguez Bastarrachea, Director de Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de 
Tixpéual, Yucatán, mediante el cual, remitió a esta Comisión el informe escrito que le fue 
solicitado, en el que se consignó: “… Primero.- En relación a los hechos manifestados en 
la queja: son completamente falsos los hechos que se imputan, y que la verdad de lo 
sucedido se encuentra plasmado en el Informe Policial Homologado, rendido el día quince 
de octubre del año dos mil veinte, y que se anexa al referido escrito para debida constancia. 
Segundo.- En cuanto a lo que me solicita, tengo bien a manifestarle lo siguiente: -Con 
respecto al inciso a) donde me solicita copias debidamente cotejadas y foliadas del Informe 
Policial Homologado derivado de la detención del C. QA1 (sic), tengo bien hacer de su 
conocimiento que en este acto anexo copia simple del Informe Policial Homologado, de los 
hechos ocurridos el día quince de octubre del año dos mil veinte. Con respecto al inciso b) 
donde me solicita copia cotejada y certificada de la … carta de lectura de derechos en razón 
de la detención del agraviado el día que sucedieron los hechos que motivaron el presente 
expediente; tengo bien hacer de su conocimiento que en este acto anexo copia simple del 
acta de lectura de derechos realizada el día quince de octubre del presente año al C. QA1 
(sic). Con respecto al punto c) donde me solicita el documento que acredite y justifique la 
privación de libertad del C. QA1 (sic), así como documento o mandato que acredite que se 
deba de quitar la ropa a las personas que ingresan a la cárcel pública; tengo bien hacer de 
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su conocimiento que en ningún momento el C. QA1 (sic), ingresó a la cárcel pública, ni 
mucho menos fue despojado de la vestimenta que traía puesta el día de los hechos; por lo 
que en este acto me es imposible enviarle documentación alguna que acredite tal fin. Con 
respecto al inciso d) donde me solicita documento por el cual se dio por cumplida la sanción 
privativa de libertad a que fue sujeto el C. QA1 (sic); en este acto hago de su conocimiento 
nuevamente que nunca fue ingresado a la cárcel pública pero si fue retenido en la 
comandancia de la Policía Municipal de Tixpéhual, y al ya tranquilizarse se procedió a 
dejarlo ir; por lo que me es imposible enviarle documento alguno que acredite el 
cumplimiento de la sanción a la que fue sometido el C. QA1. Con respecto al inciso e) donde 
me solicita el nombre de todos y cada uno de los elementos, así como el número de 
unidades policíacas que intervinieron en los hechos manifestados por el agraviado; tengo 
bien hacer de su conocimiento que los nombres de los elementos así como de las unidades 
que intervinieron se encuentra plasmado en el Informe Policial Homologado de fecha quince 
de octubre del presente año, y que se anexa en el inciso a) de este escrito. Pruebas: 1.- 
Prueba Testimonial.- Consistente en la declaración de los C.C. Diego Iván Rodríguez 
Loeza, en su carácter de Comandante en turno de la Dirección de Seguridad Pública y 
Tránsito de este H. Ayuntamiento del Municipio de Tixpéual, Yucatán; así como la 
declaración de los oficiales tercero Tirzo Bernardo Romero Pech y René Otilio Escobedo 
Vázquez … 2.- Prueba instrumental pública y de actuaciones.- Consistente en todas y cada 
una de las actuaciones que se desprendan de este procedimiento, en todo en cuanto 
favorezcan a mis pretensiones. 3.- Prueba de presunciones.- En su doble carácter de 
legales y humanas, en todo en cuanto favorezcan a mis pretensiones …”. 

 
Al referido oficio fue anexado, entre otros documentos, el siguiente: 

 
de fecha quince de octubre del año dos mil veinte, 

suscrito por el C. Diego Iván Rodríguez Loeza, Comandante en turno de la Policía 
Municipal de Tixpéual, Yucatán, en el que se asentó: “… Asunto/Tipo de evento: 
Agresión verbal, agresión física … el día de hoy quince de octubre del presente año, 
el que suscribe C. Diego Iván Rodríguez Loeza, Comandante en turno de la Dirección 
de Seguridad Pública y Tránsito de este H. Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, en 
compañía de los oficiales terceros C.C. René Otilio Escobedo Vázquez y Tirzo 
Bernardo Romero Pech, a bordo de la unidad 317 de la policía municipal, nos 
encontrábamos haciendo la ronda de rutina, y siendo que aproximadamente a las 13 
horas con diez minutos, nos encontrábamos a la altura del kilómetro 9 carretera 
Mérida-Tixkokob, tramo Tixpéual-Mérida, cuando nos percatamos de una persona que 
conducía un vehículo color azul, que venía zigzagueando, por lo que procedimos a 
darle alcance y al emparejarnos nos percatamos que se encontraba utilizando su 
celular mientras conducía sobre la carretera, por lo que procedemos a interceptarlo y 
a solicitarle que se detenga, a lo que esta persona se detiene frente de la empresa … 
al descender de la unidad, le solicito al ciudadano se identifique y me enseñe los 
papeles de su vehículo, por lo que procede a identificarse, llamándose QA1, quien al 
indicarle el motivo en que se le solicitó se detenga era porque venía utilizando su 
teléfono móvil mientras conducía, por lo que se le indicó que con fundamento en el 
artículo 197 fracción I del Reglamento de Tránsito del Estado de Yucatán, se 

a) Informe Policial Homologado 
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procedería a levantarle la boleta de infracción respectiva, a lo que el referido QA1, 
desciende de su vehículo de una manera prepotente gritando al suscrito y a los 
oficiales de policía que se encontraban en el lugar, por lo que se le solicitó que se 
calmara y que solo se le iba a levantar la infracción para que pudiera continuar su 
trayecto, a lo que nuevamente el citado QA1, empuja al suscrito comandante mientras 
elaboraba la boleta y éste, o sea, QA1 sube a su vehículo y procede a darse a la fuga, 
por lo que se le da alcance unos metros más adelante y se le cierra el paso, 
nuevamente se le pidió que se tranquilizara que se le iba a entregar la boleta, y que a 
su vez se le iba a retener una placa de su vehículo para garantizar el pago de la multa 
que se le estaba levantando, ya que el artículo 466 del Reglamento de Tránsito faculta 
a la policía retener la placa o documentos para garantizar el pago, a lo que en ese 
momento desciende de su vehículo e intenta golpear al oficial tercero Tirzo Bernardo 
Romero Pech, lo empuja y le lanza un golpe en la cara, oficial que se encontraba 
quitando la placa trasera del vehículo del referido QA1, por lo que inmediatamente el 
oficial tercero René Otilio Escobedo Vázquez procede a la detención del C. QA1 por 
agresión física a un oficial de la policía municipal, inmediatamente nos trasladamos a 
la comandancia de la Policía Municipal de Tixpéual, y unos minutos más tarde el 
multicitado QA1, realizó el pago de su infracción y se procedió a devolverle sus 
documentos y a entregarle su vehículo …”. 

 
3.- Acta circunstanciada levantada por personal de este Organismo en fecha once de 

noviembre del año dos mil veinte, relativa a la entrevista efectuada al C. Tirzo Bernardo 
Romero Pech, oficial de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién manifestó: “… 
que si recuerda los hechos que … el día no lo recuerda con exactitud pero que fue 
aproximadamente a las trece horas, cuando se encontraba en rutina de vigilancia a bordo 
de la unidad 317 junto con su compañero el comandante Diego Rodríguez Loeza y René 
Otilio Escobedo Vázquez, que transitaban por el rumbo del tramo del Municipio de Tixpéual 
rumbo a la Comisaría de Techó (sic), cuando el comandante le pidió que siguiera un carro 
que era (…)  sin recordar los detalles ya que su conductor estaba hablando por teléfono sin 
usar sus manos libres, pero que debido a su concentración al ser el chofer de la unidad es 
que no se pudo percatar de ciertos detalles, continúa diciendo que procede a darle alcance 
al vehículo que ha señalado, y logra darle alcance a la altura de una fábrica de materiales 
de construcción … en donde señala que por sus funciones debe estar pendiente de la 
unidad y de la frecuencia, por lo que los que descienden de la unidad son sus compañeros 
el comandante Diego y René Otilio, y se acercan al vehículo de color azul, el comandante 
se dirige al asiento del piloto y su compañero René al lugar del copiloto, y desde el interior 
de la unidad puede ver que el comandante habla con el conductor del vehículo sin poder 
escuchar lo que dijo, pero en ese momento el conductor pone en marcha el vehículo y se 
marcha en dirección hacia Mérida, por tal motivo sus compañeros abordan la unidad para 
darle alcance de nueva cuenta al vehículo en tres a tres y medio kilómetros más adelante, 
a la altura del entronque a la Comisaría de Techó (sic), lugar donde le cierran el paso a 
dicho vehículo y descienden del mismo, en eso pasa por el lugar una unidad de la Secretaría 
de Seguridad Pública del Estado, se acerca a ellos sin descender de su unidad y uno de 
los uniformados habla con el comandante sin poder decir que platicaron y proceden a 
retirarse del lugar, luego el comandante se dirige a hablar con el conductor, y en un 
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determinado momento, el comandante le hace una señal al de la voz para que descienda 
de la unidad oficial, lo que realiza y se acerca al comandante, y éste le pide que le quite la 
placa trasera del vehículo lo que se dispone a realizar, siendo que al momento de tomar 
sus herramientas y acercarse al vehículo para cumplir con lo ordenado por el comandante, 
el quejoso que ahora sabe se llama QA1 (sic), le tira un golpe el cual logra esquivar, se 
incorpora y se dirige de nueva cuenta a la unidad oficial, por lo que al ver lo anterior, su 
compañero René Otilio asegura al conductor, le coloca los ganchos de seguridad y lo suben 
a la unidad oficial, y lo trasladan a la comandancia municipal, sus compañeros bajan al 
detenido y el de la voz se retira a continuar con la vigilancia y estar pendiente de la 
frecuencia. También quiere aclarar que en el vehículo donde se transportaba el hoy 
quejoso, iban a bordo dos personas más, una del sexo masculino y otra del sexo femenino 
…”. 

 
4.- Acta circunstanciada levantada por personal de esta Comisión en fecha once de noviembre 

del año dos mil veinte, inherente a la entrevista realizada al C. René Otilio Escobedo 
Vázquez, oficial de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién refirió: “… que si se 
acuerda del caso, que fue el día … quince de octubre del año que transcurre, a las trece 
horas con diez minutos aproximadamente, cuando se encontraba junto con sus 
compañeros el comandante Diego Rodríguez y Tirzo Romero en turno de vigilancia en su 
ruta que abarca el Municipio hasta la Comisaría de Techó (sic), y transitaban sobre la 
carretera federal hacia Mérida cuando les rebasó un vehículo al parecer … color azul, en el 
que iban a bordo tres personas, dos hombres y una mujer, siendo que el conductor iba 
hablando por teléfono sin usar las manos libres, por tal motivo es que el comandante le pide 
al conductor por medio del alto parlante que se pegue a la orilla de la carretera, esto sucede 
a la altura de una bloquera … lo que el conductor procede a realizar, en tal razón el 
comandante desciende del vehículo y se acerca al conductor, aclarando el de la voz que 
solamente el comandante descendió del vehículo, y que el entrevistado iba en la parte de 
atrás de la unidad oficial 317, continúa diciendo que pudo escuchar que el comandante le 
dijo al conductor, que no debía conducir algún vehículo realizando llamadas telefónicas, 
pero el conductor que ahora sabe se llama QA1 (sic), descendió del vehículo y seguía 
hablando por teléfono, luego de manera prepotente le dijo al comandante que ellos no eran 
nadie para detener su marcha, y procedió a subirse a su vehículo y retirarse del lugar, por 
tal motivo el comandante subió a la unidad oficial, y emprendieron marcha hacia dirección 
del vehículo dándole alcance en el entronque a Techó (sic), donde le pidieron de nueva 
cuenta que se detenga y le cerraron el paso, y en ese momento se acercó una unidad de 
la Secretaría de Seguridad Pública y uno de los uniformados habló con el comandante y 
procedieron a retirarse del lugar sin tener mayor participación. Seguidamente el 
entrevistado desciende de la unidad oficial y junto con el comandante se acercan al vehículo 
y le piden al conductor que descienda ya que le elaborarían su boleta de infracción, y en 
ese momento el quejoso empuja al comandante y se dirige hacia la parte trasera del auto 
donde se encontraba su compañero Tirzo Romero, quien había descendido de la unidad 
oficial para retirar la placa trasera del vehículo por orden del comandante que le había dado 
momentos antes, y le lanza un golpe que Tirzo Romero pudo esquivar, sin embargo el 
quejoso los amenazaba diciéndoles que no sabían con quien se metían, que era influyente 
y que les iría muy mal, más sin embargo hicieron caso omiso y procedieron a asegurarlo, 
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el entrevistado menciona que fue él quien realiza el aseguramiento del quejoso, le coloca 
los ganchos de seguridad y lo aborda a la unidad oficial, y que la forma en que se le abordó 
fue sin mayor problema, debido a que el quejoso se sentó en la cama de la camioneta oficial 
y se corrió con su mismo cuerpo hacia atrás. También manifiesta, que el hoy quejoso no 
fue golpeado ni maltratado como asegura en su comparecencia de queja. De igual forma, 
señala que al llegar a la comandancia municipal, el de la voz lo entrega y se retira de lugar 
a seguir con sus actividades …”. 

 
5.- Acta circunstanciada levantada por personal de este Organismo en fecha once de 

noviembre del año dos mil veinte, correspondiente a la entrevista realizada al C. Diego Iván 
Rodríguez Loeza, Comandante de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién señaló: 
“… que si recuerda los hechos que … el día no lo recuerda con exactitud pero que fue 
aproximadamente a las trece horas, cuando se encontraba en rutina de vigilancia a bordo 
de la unidad 317 de la cual tiene a cargo, junto con sus compañeros el elemento de nombre 
René Otilio Escobedo Vázquez y Tirso Romero, que transitaban por el rumbo del tramo del 
Municipio de Tixpéual rumbo a la Comisaría de Techó (sic), cuando el compareciente se 
percata que un vehículo de color azul, está zigzagueando, y que al emparejarse con el 
vehículo, percatándose que su conductor estaba utilizando su teléfono celular, razón por la 
cual y por medio del parlante, le da indicaciones al conductor del citado vehículo de que se 
detenga y se estacione a su costado derecho a la orilla de la carretera, no omite manifestar 
que en el vehículo se encontraban dos personas más, además del chofer, de quienes 
después se entera que uno es hermano del chofer y la otra es una compañera de trabajo; 
se detiene el vehículo, por lo que el compareciente desciende de la unidad policíaca y se 
acerca al conductor del vehículo, siendo el conductor del auto azul, también lo había hecho 
por lo que se encuentran a unos metros de los vehículos, a un costado de la carretera, es 
cuando se le informa del motivo por el cual le está deteniendo su circulación, asimismo, se 
le solicitó la documentación correspondiente, como lo es la tarjeta de circulación y la licencia 
de conducir, respondiendo el conductor que no tenía por qué darle documento alguno ya 
que no son la autoridad facultada para ello, seguidamente en ese acto, el declarante ve que 
se bajan del vehículo los demás tripulantes, y el de sexo masculino intervino en la plática 
que sostenían en ese momento, argumentando ser licenciado y que le muestre el 
Reglamento de Tránsito para ver donde indica el motivo por el que se le está deteniendo, 
petición que el compareciente atendió respondiendo que estaba bien, y asumiendo una 
actitud conciliadora diciendo que su hermano es así, manteniendo una distancia del 
declarante y el conductor del vehículo, asimismo el declarante le insiste en que exhiba los 
documentos a lo que el posible infractor se negaba diciendo que él se va, y de inmediato 
se subió a su vehículo y se retiró del lugar haciendo lo mismo los demás ocupantes del 
auto, seguidamente el declarante indicó a su personal que le dieren alcance al vehículo, 
subiendo todos a la unidad policíaca para darle alcance, lográndolo a la altura de Techó 
(sic), sobre la carretera, donde le cierran el paso al negarse a detenerse, y en ese momento 
se baja de su vehículo y expresa que no le pueden hacer nada, diciéndole ya que lo conoce, 
por lo que lo amenazó diciendo que sabe dónde vive y cuando lo vea en la calle lo va agredir 
físicamente, y que además tiene parientes que trabajan en el Palacio … y al no poder 
entablar comunicación con el presunto infractor, el declarante habla con el acompañante 
que sabe que es su hermano y este proporciona los documentos y al momento en que se 
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está levantando la infracción el declarante ordena al elemento de nombre Tirso que le retire 
una placa, a fin de que garantice el pago de la infracción al Municipio, siendo el caso que 
al estar realizando la labor de retiro de placa el elemento de nombre Tirso, el conductor le 
lanza un citado (sic) elemento a la altura de la cara, acción que pudo evitar y ante dicha 
acción agresiva a un elemento de policía, es detenido y asegurado con los ganchos de 
seguridad, siendo acompañado del hermano del citado detenido cuyo nombre no recuerda, 
y toda vez que el Municipio carece de grúa, el compareciente condujo el vehículo hasta la 
corporación policíaca, donde se le dio ingreso al detenido por los hechos antes 
mencionados, seguidamente realizó los trámites administrativos correspondientes, y en 
esos momentos se percata de la presencia de diversas personas que después se enteró 
que eran familiares del detenido, el declarante menciona que momentos después sostuvo 
una plática con una persona que dijo ser tío del detenido y que además dijo ser licenciado, 
expresando el declarante que a dicha persona se le enteró del motivo de la detención y de 
los pormenores del porque se llegó a esa situación, información que fue de la satisfacción 
de dicho licenciado, asimismo este expresó que podría interponer un amparo, a lo que el 
declarante le dijo que esta en todo su derecho de interponer, pero que la infracción si la 
cometió su pariente, respondiendo el licenciado con el que se entrevistó, que él se haría 
cargo de hablar con los familiares para que se retiren del lugar, asimismo llegó la familiar 
del Ayuntamiento … quien entró a hablar con el Alcalde, pero desconoce que sucedió, 
solamente sabe que se pagó la multa y se le dio la libre, llevándose su vehículo con todas 
las pertenencias aseguradas, diligencia que duró aproximadamente una hora cuando 
mucho. No omite manifestar que en todo momento el hermano del infractor, aceptó que su 
hermano había cometido la infracción, pero apenas llegó la madre de ambos este cambio 
su versión y conducta conciliadora, asimismo en el lugar, se encontraba la compañera del 
infractor, quien en todo momento solamente estaba de espectadora. Siendo todo lo que 
puede expresar, seguidamente se le pregunta al entrevistado si al detenido se le desnudó 
en la cárcel pública, a lo que respondió que no, ya que el procedimiento que se utiliza, 
solamente se le quita los cordones de sus zapatos, cinturón y camisa, dejándolo con su 
pantalón o ropa de trabajo y su sport; asimismo se le pregunta si acudió a ver al detenido 
en la cárcel pública, respondiendo que no, ya que estaba realizando su informe y después 
sostuvo la charla con el tío del detenido; de igual manera se le pregunta si se utilizó el uso 
de la fuerza, a lo que responde el entrevistado que no, ya que cooperó al abordar la unidad 
policíaca …”.  

 
6.- Acta circunstanciada levantada por personal de esta Comisión en fecha diez de febrero del 

año dos mil veintitrés, referente a la entrevista realizada a T1., quién relató: “… en relación 
a los hechos motivo de la presente queja expresa que él se encontraba en esos momentos 
con … QA1, y que fue él quien tomó las placas fotográficas cuando … QA1 se encontraba 
dentro de la celda de la Policía Municipal, que uno de los elementos de la Policía Municipal 
cuyas características es calvo y lo recuerda muy bien, fue el que amenazó …  diciéndole 
“sé por dónde te mueves” fue quien le dijo a su comandante que el C. QA1 le amenazó por 
lo que el comandante de ese momento ordenó que lo detuvieran y se le lanzaron en contra 
de … ya que, este elemento era amigo del exconcuño de … no omite manifestar que … 
QA1 estuvo detenido en las celdas durante 5 horas aproximadamente; así mismo salió 
hasta como a las 5 o 6 de la tarde …”. 
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DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN JURÍDICA 
 
Del análisis efectuado por este Organismo a todas y cada una de las constancias que integran 
el expediente que ahora se resuelve, se tiene que, el ciudadano QA1, sufrió transgresiones a 
sus derechos humanos por parte de servidores públicos pertenecientes a la Policía 
Municipal de Tixpéual, Yucatán, específicamente a la Libertad Personal en sus 
modalidades de Detención Ilegal y Retención Ilegal; a la Propiedad y a la Posesión; así 
como a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica en su particularidad de Ejercicio Indebido 
de la Función Pública. 
 
Se tiene que, en el presente asunto, existió una vulneración al Derecho a la Libertad 
Personal, en sus modalidades de Detención Ilegal y Retención Ilegal, en agravio del 
ciudadano QA1, en virtud que fue privado de su libertad por elementos de la Policía Municipal 
de Tixpéual, Yucatán, fuera de las causas y condiciones fijadas de antemano por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por las leyes dictadas conforme a 
ella; así como al haber permanecido detenido en las instalaciones de la corporación policíaca 
en cita, sin que legalmente existiera justificación para ello.  
 
Respecto al Derecho a la Libertad Personal en sus modalidades de Detención Ilegal y 
Retención Ilegal, se debe de decir que: 
 
El Derecho a la Libertad Personal,5 es la prerrogativa que tiene toda persona a no ser privada 
de su libertad personal, sino en los supuestos previstos por el ordenamiento legal, por los 
sujetos jurídicos competentes para ello y mediante la observancia de las formalidades 
previstas en la ley. 
 
En cuanto a la ilegalidad de una detención, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
ha señalado que “… nadie puede verse privado de la libertad personal sino por las causas, 
casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, 
con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto 
formal) …”.6 
 
La Retención Ilegal,7 es la acción u omisión por la que se mantiene recluida a cualquier 
persona sin causa legal para ello o sin respetar los términos legales, realizada por un servidor 
público.  
 

 
5Cáceres Nieto, Enrique. Estudio para la Elaboración de un Manual para la Calificación de Hechos Violatorios de los Derechos 
Humanos. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Primera Edición: Abril 2005, México, p. 234. 
6Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Gangaram Panday Vs. Surinam, Sentencia del 21 de Enero de 1994, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 16, párrafo 47. 
7Cáceres Nieto, Enrique. Estudio para la Elaboración de un Manual para la Calificación de Hechos Violatorios de los Derechos 
Humanos. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Primera Edición: Abril 2005, México, p. 251. 
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Este derecho se encuentra salvaguardado en los artículos 14 párrafo segundo, y 16 párrafo 
primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la 
época de los hechos, que son del tenor literal siguiente:  
 

“Artículo 14. (…) Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho …”. 
 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento …”. 
 

Asimismo, en los artículos 40 fracciones I y VIII, y, 77 fracciones IV y V de la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, vigente en la época de los hechos, que 
prevén: 
 

“Artículo 40.- Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios 
constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad 
Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones:  
I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden 
jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos humanos reconocidos en 
la Constitución; (…), (…), (…), (…), (…), (…), 
VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de persona alguna sin cumplir 
con los requisitos previstos en los ordenamientos constitucionales y legales 
aplicables …”. 
 
“Artículo 77.- La policía, en términos de lo dispuesto en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en sus respectivos ámbitos de competencia, tendrá las 
siguientes funciones: (…), (…), (…),  
IV. Efectuar las detenciones en los casos del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 
V. Participar en la investigación de los delitos, en la detención de personas y en el 
aseguramiento de bienes, observando las disposiciones Constitucionales y legales 
aplicables …”. 
 

Así como en el artículo 132 fracción III del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
vigente en la época de los hechos, al referir:  
 

“Artículo 132. Obligaciones del Policía. El Policía actuará bajo la conducción y 
mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos en estricto apego a 
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los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución.  
Para los efectos del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones: 
(…), (…), 
III. Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución …”. 

 
También, en los artículos 7, 31 y 37 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, 
vigente en la época de los hechos, al establecer:  
 

“Artículo 7. Principios de actuación. Las instituciones de seguridad pública son 
de carácter civil y su actuación se regirá por los principios de legalidad, honradez, 
disciplina, profesionalismo, objetividad, eficiencia y respeto a los derechos 
humanos”. 
 
“Artículo 31. Obligaciones Los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública tendrán las obligaciones establecidas en el artículo 40 de la ley general …”. 

 
“Artículo 37. Obligaciones en materia de investigación. Las instituciones 
policiales del estado actuarán bajo el mando y la conducción del Ministerio Público 
en la investigación de los delitos; para ello, tendrán las obligaciones establecidas en 
los artículos 132 del Código Nacional de Procedimientos Penales y 77 de la ley 
general”. 
 

En la esfera internacional, encuentra sustento legal en el artículo 3 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, que estipula:  
 

“Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 
su persona.”  
 

Así como en el artículo 7 numerales 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José), al establecer lo siguiente:  
 

“Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal. 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.  
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. 

 
De igual forma, en los artículos I y XXV de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, al prever: 
 

“Artículo I: Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona”.  
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“Artículo XXV: Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según 
las formas establecidas por leyes preexistentes …”. 

 
De igual manera, en el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
al determinar: 
 

“Artículo 9.  
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie 
podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su 
libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento 
establecido en ésta”.  

 
Del mismo modo, en el Principio 2 del Conjunto de Principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, al disponer: 
 

“Principio 2.- El arresto, la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto 
cumplimiento de la ley y por funcionarios competentes o personas autorizadas para 
ese fin”. 
 

Igualmente, en los Principios III y IV del documento denominado Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, que 
refieren:  

 
“Principio III.- Libertad Personal 1. Principio básico. Toda persona tendrá derecho 
a la libertad personal y a ser protegida contra todo tipo de privación de libertad ilegal 
o arbitraria. La ley prohibirá, en toda circunstancia, la incomunicación coactiva de 
personas privadas de libertad y la privación de libertad secreta, por constituir formas 
de tratamiento cruel e inhumano. Las personas privadas de libertad sólo serán 
recluidas en lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos …”.  
 
“Principio IV.- Principio de legalidad. Nadie podrá ser privado de su libertad física, 
salvo por las causas y en las condiciones establecidas con anterioridad por el 
derecho interno, toda vez que sean compatibles con las normas del derecho 
internacional de los derechos humanos. Las órdenes de privación de libertad 
deberán ser emitidas por autoridad competente a través de resolución debidamente 
motivada …”.  
 

Además, en los artículos 1, 2 y 8 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados 
de hacer cumplir la Ley, al establecer:  
 

“Artículo 1.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en todo 
momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo 
a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de 
responsabilidad exigido por su profesión”. 
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“Artículo 2.- En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y 
defenderán los derechos humanos de todas las personas”. 
 
“Artículo 8.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán la ley 
y el presente Código. También harán cuanto esté a su alcance por impedir toda 
violación de ellos y por oponerse rigurosamente a tal violación. Los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley que tengan motivos para creer que se ha 
producido o va a producirse una violación del presente Código informarán de la 
cuestión a sus superiores y, si fuere necesario, a cualquier otra autoridad u 
organismo apropiado que tenga atribuciones de control o correctivas”. 

 
Por otra parte, al acreditarse la vulneración del Derecho a la Libertad Personal del ciudadano 
QA1, esto es, al haber sido detenido de manera ilegal, invariablemente ocasionó que, el 
aseguramiento de su vehículo por parte de elementos de la Policía Municipal de Tixpéual, 
Yucatán, quebrantara su Derecho a la Propiedad y a la Posesión, al serle ocupado sin que 
exista justificación legal para ello. 
 
El Derecho a la Propiedad y a la Posesión,8 es el derecho que tiene toda persona a la 
disposición, uso y goce de bienes muebles o inmuebles y a disfrutar de las prerrogativas 
derivadas de una creación artística o un invento industrial, sin interrupciones o privaciones no 
autorizadas por el ordenamiento jurídico. 
 
Este derecho se encuentra contemplado en los invocados artículos 14 párrafo segundo y 16 
párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente 
en la época de los hechos, que son del tenor literal siguiente: 
 

“Artículo 14. (…) Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho …”. 
 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento …”. 

 
En la esfera internacional, encuentra sustento jurídico en el artículo 17 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, que dispone:  
 
 
 

8Cáceres Nieto, Enrique. Estudio para la Elaboración de un Manual para la Calificación de Hechos Violatorios de los Derechos 
Humanos. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Primera Edición: Abril 2005, México, p. 447. 
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“Artículo 17 
1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.” 

 
De igual manera, en el artículo XXIII de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, al establecer: 
 

“Artículo XXIII.- Toda persona tiene derecho a la propiedad privada 
correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya 
a mantener la dignidad de la persona y del hogar”. 
 

Del mismo modo en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
“Pacto de San José de Costa Rica”, al estatuir lo siguiente:  
 

“Artículo 21. 
1.- “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes …”. 
2.- “Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago 
de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los 
casos y según las formas establecidas por la ley.” 

 
Por último, los servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, 
quebrantaron el Derecho a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica del ciudadano QA1, en 
primer lugar, debido a que el procedimiento de arrastre de su vehículo a las instalaciones de 
dicha corporación policíaca no se realizó según lo establecido en el Reglamento de la Ley de 
Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán; en segundo término, en virtud que los citados 
servidores públicos, aplicaron incorrectamente lo dispuesto en la citada reglamentación para 
los casos en los que están facultados para retener las placas de circulación de los vehículos; 
en tercer lugar, toda vez que, los documentos levantados con motivo de su detención se 
contraponen entre sí, y por ende contienen hechos ajenos a la realidad histórica; y en cuarto 
lugar, al haber incurrido en un Ejercicio Indebido de la Función Pública, con motivo de las 
diversas irregularidades que cometieron, por el incumplimiento de las disposiciones jurídicas 
que regulan sus funciones, facultades y atribuciones, situación que dista de la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión. 
 
El Derecho a la Legalidad,9 es la prerrogativa que tiene todo ser humano a que los actos de 
la administración pública, de la administración y procuración de justicia se realicen con apego 
a lo establecido por el orden jurídico, a efecto de evitar que se produzcan perjuicios indebidos 
en contra de sus titulares. 
 

 
9Soberanes Fernández, José Luis. Manual para la calificación de hechos violatorios de los derechos humanos. Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, Editorial Porrúa, México 2008, p. 95. 
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El Derecho a la Seguridad Jurídica,10 es la prerrogativa que tiene todo ser humano a vivir 
dentro de un Estado de Derecho, bajo la vigencia de un sistema normativo coherente y 
permanente dotado de certeza y estabilidad; que defina los límites del poder público frente a 
los titulares de los derechos subjetivos, garantizado por el poder del Estado, en sus diferentes 
esferas de ejercicio. 
 
Asimismo, el Ejercicio Indebido de la Función Pública,11 es concebido como el 
incumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación jurídica existente entre el Estado 
y sus empleados, realizada directamente por un servidor público, o indirectamente mediante 
su anuencia o autorización, y que afecte los derechos de los gobernados. 
 
Estos derechos encuentran su fundamento jurídico en los artículos 1° párrafo tercero, 21 
párrafo noveno, 108 párrafos primero, tercero y cuarto, y 109 párrafo primero de la 
fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la 
época de los hechos, que a la letra señalan: 
 

“Artículo 1º.- (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley …”. 
 
“Artículo 21.- (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), La seguridad pública es una 
función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los 
Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el 
patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del 
orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y 
las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención, investigación 
y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, 
en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución 
señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los 
principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto 
a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución …”. 
 
“Artículo 108.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en 
general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así 
como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 

10Ídem, p. 1. 
11Cáceres Nieto, Enrique. Estudio para la elaboración de un manual para la calificación de hechos violatorios de los derechos 
humanos. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, primera edición: abril 2005, México, p. 138. 
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otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 
incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. (…), 
Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas Locales, 
los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los 
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, los integrantes de los 
Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros de los organismos a los que las 
Constituciones Locales les otorgue autonomía, así como los demás servidores 
públicos locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las 
leyes federales, así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos 
federales. 
Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos 
del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el 
carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión 
en las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México …”. 
 
“Artículo 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: (…), 
(…),  
III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley 
establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u 
omisiones …”. 
 

Asimismo, en los artículos 80, 97 primer párrafo y 98 fracciones I, II y III de la Constitución 
Política del Estado Yucatán, vigente en la época de los hechos, que establecen: 
 

“Artículo 80.- Todo servidor público de los ayuntamientos cualquiera que sea su 
categoría, es responsable de los delitos del orden común que cometa durante su 
encargo y de las faltas, violaciones u omisiones en que incurra en ejercicio de los 
mismos, en los términos del Título Noveno de esta Constitución”. 
  
“Artículo 97.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial del Estado, los funcionarios y empleados y, en general, 
a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso del Estado o en la Administración Pública estatal o 
municipal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta 



 
RECOMENDACIÓN 03/2024 

 

 www.codhey.org 
codhey@prodigy.net.mx 

Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u 
omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones …”. 
 
“Artículo 98.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:  
I.- Se impondrán mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 99 
de esta Constitución a los servidores públicos señalados en el propio precepto, 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden 
en perjuicio de los intereses públicos o de su buen despacho. 
No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
II.- La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares, será 
perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal aplicable … 
III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, o por 
intervenir en actos de corrupción. Dichas sanciones consistirán en amonestación, 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y 
deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, 
haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados 
por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la 
investigación y sanción de dichos actos u omisiones. 
Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la 
Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, 
y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 
Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los 
órganos internos de control. 
Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo 
previsto en el titulo sexto de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de 
las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos. 
La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de 
las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de 
control. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción 
no serán inferiores a siete años. 
Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para 
sancionar aquellas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Yucatán; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia 
y aplicación de recursos públicos; así como presentar las denuncias por hechos u 
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omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción …”. 

 
Así como en los artículos 3 fracción XXV, 4 y 7 fracciones I, V, VII y VIII de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas, vigente en la época de los hechos, que refieren: 
 

“Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…), (…), (…), (…), (…), 
(…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), 
(…), (…), 
XXV. Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o 
comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos …”. 
 
“Artículo 4. Son sujetos de esta Ley: 
I. Los Servidores Públicos; 
II. Aquellas personas que habiendo fungido como Servidores Públicos se ubiquen 
en los supuestos a que se refiere la presente Ley, y 
III. Los particulares vinculados con faltas administrativas graves.” 
 
“Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y 
eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos 
principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: 
I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas 
les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 
disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones, 
(…), (…), (…), 
V. Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, 
procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de 
alcanzar las metas institucionales según sus responsabilidades, (…), 
VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos 
en la Constitución; 
VIII. Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una 
vocación absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las 
necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos 
al interés general ...”. 

 
De igual manera, en los artículos 40 fracción I, 41 fracción I y 43 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, vigente en la época de los hechos, que prevén: 
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“Artículo 40.- Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios 
constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad 
Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones: 
I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden 
jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos humanos reconocidos en 
la Constitución …”. 
 
“Artículo 41.- Además de lo señalado en el artículo anterior, los integrantes de las 
Instituciones Policiales, tendrán específicamente las obligaciones siguientes: 
I. Registrar en el Informe Policial Homologado los datos de las actividades e 
investigaciones que realice …”. 
 
“Artículo 43.- La Federación y las entidades federativas establecerán en las 
disposiciones legales correspondientes que los integrantes de las Instituciones 
Policiales deberán llenar un Informe Policial Homologado que contendrá, cuando 
menos, los siguientes datos:  
I. El área que lo emite;  
II. El usuario capturista;  
III. Los Datos Generales de registro;  
IV. Motivo, que se clasifica en;  

a) Tipo de evento, y  
b) Subtipo de evento.  

V. La ubicación del evento y en su caso, los caminos;  
VI. La descripción de hechos, que deberá detallar modo, tiempo y lugar, entre otros 
datos.  
VII. Entrevistas realizadas, y  
VIII. En caso de detenciones: 

a) Señalar los motivos de la detención;  
b) Descripción de la persona;  
c) El nombre del detenido y apodo, en su caso;  
d) Descripción de estado físico aparente;  
e) Objetos que le fueron encontrados;  
f) Autoridad a la que fue puesto a disposición, y  
g) Lugar en el que fue puesto a disposición.  

El informe debe ser completo, los hechos deben describirse con continuidad, 
cronológicamente y resaltando lo importante; no deberá contener afirmaciones sin 
el soporte de datos o hechos reales, por lo que deberá evitar información de oídas, 
conjeturas o conclusiones ajenas a la investigación”. 
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De igual forma en el artículo 132 fracción XIV del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, vigente en la época de los hechos, que establece:  
 

“Artículo 132. Obligaciones del Policía. El Policía actuará bajo la conducción y 
mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos en estricto apego a 
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución. Para los efectos 
del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones: (…), (…), (…), 
(…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), 
XIV. Emitir el informe policial y demás documentos, de conformidad con las 
disposiciones aplicables. Para tal efecto se podrá apoyar en los conocimientos que 
resulten necesarios, sin que ello tenga el carácter de informes periciales …”. 

 
Del mismo modo en los artículos 31 y 33 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad 
Pública, vigente en la época de los hechos, que disponen:  
 

“Artículo 31. Obligaciones Los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública tendrán las obligaciones establecidas en el artículo 40 de la ley general; (…), 
Adicionalmente, los integrantes de las instituciones policiales tendrán las 
obligaciones específicas establecidas en el artículo 41 de la ley general”. 
 
“Artículo 33. Informe policial homologado Los integrantes de las instituciones 
policiales, en términos del artículo 41, fracción I, de la ley general, deberán registrar 
en el informe policial homologado los datos de las actividades e investigaciones que 
efectúen durante el desempeño de sus facultades y obligaciones. 
El contenido y la forma de llenado del informe policial homologado se ajustarán a lo 
establecido en el artículo 43 de la ley general y en las demás disposiciones legales 
y normativas aplicables. 
En caso de efectuar alguna detención, los agentes policiales deberán avisar 
inmediatamente a los centros nacional y estatal de información, a través del informe 
policial homologado”. 

 
También, en los artículos 3, 4 y 7 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
Estado de Yucatán, vigente en la época de los hechos, que estipulan: 
 

“Artículo 3. Sujetos de la Ley 
Son sujetos de esta Ley: 
I. Los servidores públicos; 
II. Aquellas personas que habiendo fungido como servidores públicos se ubiquen 
en los supuestos a que se refiere la presente Ley, y 
III. Los particulares vinculados con faltas administrativas graves.” 
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“Artículo 4. Carácter de servidor público  
Para efectos de la presente Ley y de la Ley General, se considerarán como 
servidores públicos los considerados en el artículo 97 de la Constitución del Estado 
de manera enunciativa mas no limitativa, incluyendo a quienes se encuentren 
contratados bajo el régimen de honorarios asimilables a salarios o los que 
desempeñen, aún con el carácter de meritorios, u otra circunstancia, una comisión 
en el servicio público, y que como consecuencia realicen actividades o funciones en 
el ejercicio de las atribuciones que sean competencia de un Ente Público del Estado, 
independientemente de que tengan una relación laboral o no con el propio ente 
público, y por lo tanto, estarán sujetas a las obligaciones, responsabilidades y 
sanciones que son objeto de la presente Ley.” 
 
“Artículo 7. Principios rectores del servicio público  
Para efecto de la observancia a que hace referencia la Ley General, los servidores 
públicos estarán obligados a salvaguardar en el ejercicio de su empleo, cargo, 
comisión o función los siguientes principios: 
I. Disciplina: Cumplir con su deber ajustándose a las políticas y normas del ente 
público del Estado, estando sujeto a las acciones de las autoridades competentes 
en caso de inobservancia de sus obligaciones; 
II. Economía: Ejercer los recursos presupuestales asignados asegurando las 
mejores condiciones para el Estado, conforme a los precios de mercado; 
III. Eficacia: Lograr los objetivos y metas programadas en el respectivo ámbito de 
su competencia. 
IV. Eficiencia: Ejercer sus facultades o atribuciones de manera efectiva, no sujeta 
a mayores condicionantes que las que establece la normatividad aplicable y 
absteniéndose de cualquier acción u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de la función que le sea encomendada o el aumento significativo de los costos 
proyectados; 
V. Honradez: Observar una conducta ética y abstenerse de obtener, para sí o para 
las personas a que se refiere el artículo 54 de la presente Ley, provechos indebidos 
o cualquier tipo de beneficio que no forme parte de su remuneración; 
VI. Imparcialidad: Mantenerse ajenos a los intereses personales, familiares, de 
trabajo, de negocios, o cualquier otro que afecten la objetividad, adoptando en sus 
actos y resoluciones criterios que privilegien el mejor derecho … 
VII. Integridad: Ejercer la función pública conforme a lo dispuesto en el Código de 
Ética y prevención de conflictos de intereses respectivo; 
VIII. Lealtad: Ejercer la función pública con el mayor empeño, absteniéndose de 
representar intereses contrarios al Estado o cualquiera de sus componentes, y 
cualquier acto u omisión que generen un daño a aquel; 
IX. Legalidad: Observar durante el ejercicio de su empleo, cargo o comisión las 
Constituciones Federal y del Estado, las Leyes, los reglamentos y demás 
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disposiciones de observancia general, así como fundar y motivar los actos de 
autoridad que representen actos de molestia y privativos a las personas a las que 
se encuentren dirigidos; 
X. Objetividad: Adoptar una actitud crítica imparcial apoyado en datos y situaciones 
reales, despojada de prejuicios y apartada de intereses para concluir sobre hechos 
o conductas; 
XI. Profesionalismo: Ejercer de manera responsable la función pública, con la 
debida capacidad y aplicación, y cumpliendo con los requisitos aplicables al ejercicio 
del empleo, cargo o comisión respectivo; 
XII. Rendición de cuentas: Capacidad de explicar y documentar el sentido de las 
decisiones tomadas o de cualquier acto, derivado de las competencias, facultades 
o funciones de sujetos en ejercicio de la función pública y sus resultados, y 
XIII. Transparencia: Ajustar su conducta al derecho que tiene la sociedad de estar 
informada sobre su actividad institucional, sin más límites que los que impongan las 
disposiciones normativas aplicables.” 

 
Además, en los artículos 89 fracción VIII, 203, 204, 205 y 206 de la Ley de Gobierno de los 
Municipios del Estado de Yucatán, vigente en la época de los hechos, al señalar:  
 

“Artículo 89.- Los Municipios tendrán a su cargo de manera exclusiva y en el ámbito 
de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes funciones y servicios públicos: (…), 
(…), (…), (…), (…), (…), (…), 
VIII.- Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito, que 
estarán al mando del Presidente Municipal, en los términos del Reglamento 
correspondiente …”. 

 
“Artículo 203.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá como Servidor Público a 
los señalados en el Artículo 97 de la Constitución Política del Estado de Yucatán. 
Toda su actuación, estará dirigida a la satisfacción de las necesidades e intereses 
de la sociedad y orientarla en función del máximo beneficio colectivo”.  
 
“Artículo 204.- Los servidores públicos municipales, serán responsables de los 
delitos o faltas administrativas que cometan en el ejercicio de sus funciones o con 
motivo de ellas, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, la de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Yucatán y demás 
aplicables”. 
 
“Artículo 205.- Los servidores públicos actuarán con honestidad y no utilizarán su 
cargo o función pública, para obtener algún provecho o ventaja personal indebida, 
o en favor de terceros y deberán conducirse invariablemente, con apego a las 
normas jurídicas inherentes a la función que desempeñan. Garantizando el acceso 
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de los particulares a la información gubernamental conforme a la Ley 
correspondiente”. 

 
“Artículo 206.- Para efectos de la presente ley, se consideran como funcionarios 
públicos, al Tesorero y demás titulares de las oficinas o dependencias, órganos 
desconcentrados y entidades paramunicipales así como, toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de confianza en el Ayuntamiento y quienes 
administren o apliquen recursos municipales”. 

 
Así como en los antes invocados artículos 1 y 2 del Código de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley. 
 
 

OBSERVACIONES 
 
Del estudio y análisis de las evidencias que integran el expediente de queja CODHEY 
240/2020, al ser valoradas en su conjunto, de acuerdo con los principios de la lógica, de la 
experiencia, de la sana crítica y de la legalidad, de conformidad con el artículo 81 de la Ley 
de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en vigor, se acredita 
fehacientemente que servidores públicos pertenecientes a la Policía Municipal de 
Tixpéual, Yucatán, vulneraron los Derechos a la Libertad Personal en sus modalidades 
de Detención Ilegal y Retención Ilegal; a la Propiedad y a la Posesión; así como a la 
Legalidad y a la Seguridad Jurídica en su particularidad de Ejercicio Indebido de la 
Función Pública, en agravio del ciudadano QA1, como a continuación se expone:  
 
PRIMERA.- En el caso que nos ocupa, se tiene que el día quince de octubre del año dos mil 
veinte, alrededor de las trece horas, el ciudadano QA1, se encontraba transitando a bordo de 
su automóvil en el tramo carretero Techoh-Oncán, cuando fue detenido por elementos de la 
Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán. 
 
Según la versión de la Institución Policial antes referida, el ciudadano QA1, fue detenido por 
agredir física y verbalmente a elementos de la citada corporación, al señalar el Comandante 
Diego Iván Rodríguez Loeza, en el Informe Policial Homologado que elaboró al respecto, que 
aproximadamente a las trece horas con diez minutos del día quince de octubre del año dos mil 
veinte, al encontrarse en rondines de vigilancia en el tramo carretero Tixpéual-Mérida, a bordo 
de la unidad oficial con número económico 317, en compañía de los policías municipales René 
Otilio Escobedo Vázquez y Tirzo Bernardo Romero Pech, se percató que una persona estaba 
conduciendo su vehículo en zigzag, por lo que se le dio alcance a dicho automotor, siendo el 
caso que, al emparejarse a él, observó que el chofer que resultó ser el ahora quejoso, se 
encontraba utilizando su celular mientras manejaba, por lo que le solicitó detuviera su marcha, 
instrucción que acató, seguidamente descendió de la unidad oficial y se aproximó al 
reclamante a quien le indicó que el motivo por el que le solicitó detenga su marcha, se debía 
a que estaba utilizando su teléfono móvil mientras conducía, motivo por el cual, le levantaría 
una boleta de infracción por infringir la fracción I del artículo 197 del Reglamento de la Ley de 
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Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, pero, el agraviado, al ser informado de lo anterior, 
descendió de su vehículo y le comenzó a gritar, así como a los dos oficiales que lo 
acompañaban, por lo que se le pidió que se calmara, a lo que hizo caso omiso, procediendo a 
empujar al Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza para después subirse a su automóvil y 
darse a la fuga, por lo que se le dio alcance metros más adelante, indicándosele nuevamente 
que se tranquilizara, que se le iba entregar la boleta de infracción respectiva, así como se le 
iba a retener una de las placas de su automotor para garantizar el pago de la multa, esto de 
conformidad con el artículo 466 del reglamento antes invocado, descendiendo en ese momento 
el inconforme quien empujó y le lanzó un golpe en la cara al policía municipal Tirzo Bernardo 
Romero Pech quien es el que estaba retirando la placa del vehículo del quejoso, por lo que 
ante esto, el oficial René Otilio Escobedo Vázquez procedió a detenerlo, siendo 
inmediatamente trasladado a la Comandancia de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, en 
donde después de pagar la infracción impuesta se le devolvieron sus documentos y se le 
entregó su automotor. 
 
Al ser entrevistados por personal de este Organismo los elementos de la Policía Municipal de 
Tixpéual, Yucatán, Diego Iván Rodríguez Loeza, Tirzo Bernardo Romero Pech y René 
Otilio Escobedo Vázquez, prácticamente se afirmaron y ratificaron del Informe Policial 
Homologado levantado por el primero de los nombrados. 
 
En contraste, el ciudadano QA1 manifestó en su queja que, en efecto, fue detenido por 
elementos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, bajo el argumento que se encontraba 
hablando por su teléfono celular mientras que conducía su vehículo, afirmación que señaló era 
falsa, toda vez que, efectivamente se encontraba hablando por su móvil, pero a través de la 
tecnología bluetooth, que en el sitio permaneció varias horas, y que al intentar subirse a su 
automóvil fue esposado y trasladado a la cárcel pública de dicha corporación policíaca en la 
que estuvo detenido por alrededor de tres horas, para después se llevado a la comandancia 
en donde firmó la constancia de su detención en la que se asentó que fue por entorpecer la 
labor de la policía, así como la multa que le fue impuesta por usar su teléfono celular sin manos 
libres, siendo que por último le devolvieron su automotor con toda su documentación. 
 
No obstante, lo esgrimido por la autoridad municipal acusada, y tomando en consideración el 
material probatorio que obra agregado al expediente de queja que ahora se resuelve, esta 
Comisión, llegó a la firme convicción de que existió una detención ilegal en agravio del 
ciudadano QA1. 
 
A este respecto, las circunstancias de tiempo y lugar no responsabilizan a los uniformados en 
cuanto a la detención ilegal sufrida por el ciudadano QA1, sin embargo, los motivos que dieron 
pie a la misma, sí que lo comprueban, debido a que de las constancias que integran el 
expediente en estudio, se advierte que las causas por las que fue enviado a la cárcel pública 
de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, son distintas, en virtud de que, al momento de 
requisitar el formato de registro de detenidos, el responsable de la aprehensión que aparece 
identificado como el Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza de la unidad 317, asentó una 
causa diferente a la referida en su Informe Policial Homologado, ya que, en el citado formato 
asentó como motivo de la detención: “… Por entorpecer las labores de las autoridades …”; 
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y en su mencionado parte informativo anotó: “… Asunto/Tipo de evento: Agresión verbal, 
agresión física … nos encontrábamos haciendo la ronda de rutina, y siendo que 
aproximadamente a las 13 horas con diez minutos, nos encontrábamos a la altura del kilómetro 
9 carretera Mérida-Tixkokob, tramo Tixpéual-Mérida, cuando nos percatamos de una persona 
que conducía un vehículo (…), que venía zigzagueando, por lo que procedimos a darle alcance 
y al emparejarnos nos percatamos que se encontraba utilizando su celular mientras conducía 
sobre la carretera, por lo que procedemos a interceptarlo y a solicitarle que se detenga, a lo 
que esta persona se detiene … al indicarle el motivo en que se le solicitó se detenga era porque 
venía utilizando su teléfono móvil mientras conducía, por lo que se … procedería a levantarle 
la boleta de infracción respectiva … desciende de su vehículo de una manera prepotente 
gritando al suscrito y a los oficiales de policía que se encontraban en el lugar, por lo que 
se le solicitó que se calmara y que solo se le iba a levantar la infracción para que pudiera 
continuar su trayecto, a lo que nuevamente el citado QA1, empuja al suscrito comandante 
mientras elaboraba la boleta y este, o sea, QA1 sube a su vehículo y procede a darse a la 
fuga, por lo que se le da alcance unos metros más adelante … nuevamente se le pidió que se 
tranquilizara que se le iba a entregar la boleta, y que a su vez se le iba a retener una placa de 
su vehículo para garantizar el pago de la multa que se le estaba levantando … a lo que en ese 
momento desciende de su vehículo e intenta golpear al oficial tercero Tirzo Bernardo 
Romero Pech, lo empuja y le lanza un golpe en la cara, oficial que se encontraba quitando 
la placa trasera del vehículo del referido QA1, por lo que inmediatamente el oficial tercero 
René Otilio Escobedo Vázquez procede a la detención del C. QA1 por agresión física a 
un oficial de la policía municipal, inmediatamente nos trasladamos a la comandancia de la 
Policía Municipal de Tixpéual …”. 
 
Aunado a lo anterior, destacan las propias afirmaciones del agraviado QA1, al señalar en su 
queja de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, que: “… Estuve detenido por el 
lapso de tres horas después me llevaron a la comandancia para firmar mi detención (por 
entorpecer según la labor de la policía) y la multa (por usar el teléfono sin manos libres (tuve 
que pagar mil quinientos pesos en moneda nacional) …”. 
 
Pues bien, en el presente asunto existió una incertidumbre en cuanto a la verdadera razón de 
la detención del ciudadano QA1, ya que en el Informe Policial Homologado elaborado con 
motivo de la misma, se asentó que la causa de ella fue por agredir física y verbalmente a 
elementos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, mientras que, en el formato de datos 
de ingreso de detenidos a la Dirección de la referida Institución Policial, se anotó como motivo 
de la detención por entorpecer las labores de las autoridades. 
 
En ese tenor, la ambigüedad de ambos formatos sobre los motivos de la detención del 
ciudadano QA1, no dejó en claro las causas reales por las cuales fue privado de su libertad, lo 
que fortalece la versión del agraviado en el sentido de que no existió motivo alguno, creando 
una presunción fundada de una detención ilegal.  
 
Ante tales imprecisiones por parte de la autoridad municipal acusada, que originó la 
incertidumbre de conocer las verdaderas causas de la detención del ciudadano QA1, se 
desprende que la misma fue ilegal, entendiéndose que la detención de una persona es ilegal 
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cuando es practicada al margen de los motivos y formalidades que establece la ley, es 
decir, cuando no existe flagrancia o una orden previa de detención emitida por la 
autoridad competente, la cual deberá estar fundada y motivada; así como también, con 
ello, se transgredió su derecho a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica en su modalidad de 
Ejercicio Indebido de la Función Pública, como se abordará más adelante. 
 
Lo anterior ya fue motivo de pronunciamiento por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en el caso Gangaram Panday, que distinguió dos aspectos de la detención ilegal, 
uno material y otro formal con base en el artículo 7 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, estableciendo que “... contiene como garantías específicas, descritas en 
sus incisos 2 y 3, la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, 
respectivamente. Según el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse privado 
de la libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en 
la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los procedimientos 
objetivamente definidos por la misma (aspecto formal)”.12 
 
En este tenor, con relación a los hechos en estudio, esta Comisión de Derechos Humanos tuvo 
acreditado que se vulneró el Derecho a la Libertad Personal del ciudadano QA1, en virtud 
de que, en su detención no se cumplieron con las causas o condiciones establecidas en la 
Constitución y las leyes en la materia, para que la misma se pudiera efectuar, es decir, tal 
detención no derivó de mandamiento escrito fundado y motivado, ni emitido por autoridad 
judicial y tampoco se demostró que dicha detención se haya realizado en flagrancia o por una 
infracción a los Reglamentos gubernativos y de policía (aspecto material). Aunado a ello, se 
pudo constatar que en la detención que efectuó la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, no 
se garantizó que el procedimiento mismo de la detención haya sido conforme a lo establecido 
en la Ley (aspecto formal), y el solo hecho de existir dos versiones acerca de la misma, en 
nada abonó para decretarla de legal.  
 
En consecuencia, se llega a la conclusión de que, en el caso sujeto a estudio, existió 
Detención Ilegal por parte de Diego Iván Rodríguez Loeza, Tirzo Bernardo Romero Pech 
y René Otilio Escobedo Vázquez, servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, 
Yucatán, en agravio del ciudadano QA1, al ser detenido de forma ilegal, en transgresión a lo 
estatuido en el párrafo primero del numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debiendo por consiguiente por parte de la autoridad municipal acusada, incoar en 
contra de ellos el procedimiento disciplinario y/o administrativo que corresponda, y, una vez 
sustanciado, sancionarlos según su nivel de responsabilidad, aun y cuando no sigan prestando 
sus servicios en la referida corporación policíaca, ya que en ese caso, el resultado del 
procedimiento iniciado en contra de éstos, deberá de ser agregado a sus expedientes 
personales.  
 
SEGUNDA.- Aunado a lo anterior, de igual forma se vulneró el Derecho a la Libertad 
Personal del ciudadano QA1, por la Retención Ilegal de la que fue objeto por parte de 

12Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Gangaram Panday Vs. Suriname, Sentencia del 21 de Enero de 1994, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 16, párrafo 47. 
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personal de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, esto es, al llevarlo a sus instalaciones 
en donde permaneció privado de su libertad sin que existiera justificación legal para ello como 
quedó establecido en la observación inmediata anterior. 
 
En relación al hecho violatorio en estudio, es de precisarse, para efecto de tener como 
referente fáctico del momento en que se privó de la libertad a la parte agraviada, que su 
detención comenzó desde el instante que se le negó su libertad ambulatoria,13 es decir, desde 
que ingresó a las instalaciones de la autoridad municipal acusada, colocándose desde ese 
momento bajo la custodia de su personal, siendo aplicable el siguiente pronunciamiento 
referido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de su informe sobre 
los Derechos Humanos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas: 
 

“En efecto, el principal elemento que define la privación de libertad es la 
dependencia del sujeto a las decisiones que adopte el personal del establecimiento 
donde éste se encuentra recluido. Es decir, las autoridades estatales ejercen un 
control total sobre la persona que se encuentra sujeta a su custodia. Este particular 
contexto de subordinación del recluso frente al Estado –que constituye una relación 
jurídica de derecho público– se encuadra dentro de la categoría ius administrativista 
conocida como relación de sujeción especial, en virtud de la cual el Estado, al privar 
de libertad a una persona, se constituye en garante de todos aquellos derechos que 
no quedan restringidos por el acto mismo de la privación de libertad; y el recluso, 
por su parte, queda sujeto a determinadas obligaciones legales y reglamentarias 
que debe observar”.14 

 
Precisado lo anterior, del formato de datos de ingreso de detenidos a la Dirección Municipal de 
Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, de fecha quince de octubre del 
año dos mil veinte, se advierte que, el ciudadano QA1, ingresó a la cárcel pública de dicha 
corporación policíaca, el citado día a las catorce horas con cincuenta minutos, no obstante, lo 
señalado por el titular de la referida dirección en su oficio sin número de fecha cinco de 
noviembre del año dos mil veinte, en el sentido de que el reclamante en ningún momento 
ingresó a dicha cárcel pública, recobrando éste su libertad tres horas después, tal y como lo 
refirió en su comparecencia de queja de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte. 
 

13Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas:  
Disposición general  
A los efectos del presente documento, se entiende por “privación de libertad”: 
“Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o custodia de una persona, por razones de asistencia 
humanitaria, tratamiento, tutela, protección, o por delitos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de facto de una 
autoridad judicial o administrativa o cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada, en la cual no pueda 
disponer de su libertad ambulatoria. Se entiende entre esta categoría de personas, no sólo a las personas privadas de libertad 
por delitos o por infracciones e incumplimientos a la ley, ya sean éstas procesadas o condenadas, sino también a las personas 
que están bajo la custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales psiquiátricos y otros 
establecimientos para personas con discapacidades físicas, mentales o sensoriales; instituciones para niños, niñas y adultos 
mayores; centros para migrantes, refugiados, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e indocumentados; y cualquier otra 
institución similar destinada a la privación de libertad de personas”. 
14Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre los Derechos Humanos de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas. 31 de Diciembre de 2011, párrafo 49. 
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En razón de lo expuesto, se demuestra que el ciudadano QA1, estuvo retenido 
injustificadamente en las instalaciones de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, en 
contravención a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que ordena que nadie podrá ser privado de la 
libertad sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que 
se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas 
con anterioridad al hecho, y, en el caso que nos ocupa, fue privado de su libertad de manera 
ilegal como quedó patentizado en la observación primera de este cuerpo resolutivo. 
 
Todo lo anterior, pone en evidencia y refleja un trabajo deficiente e irregular por parte de la 
autoridad municipal acusada, en transgresión a lo dispuesto en los preceptos legales referidos 
en líneas anteriores, así como a lo previsto por el artículo 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que establece que la actuación de las instituciones de seguridad 
pública debe regirse por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos que están obligados a cumplir. 
 
Con base en las consideraciones anteriores, a manera de reparación del daño, se deberá 
investigar quienes fueron los servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, 
que determinaron retener a la parte agraviada para el correspondiente deslinde de 
responsabilidades, y una vez hecho lo anterior, iniciarles el procedimiento disciplinario y/o 
administrativo que corresponda para la imposición de las sanciones respectivas. 
 
TERCERA.- Ahora bien, al acreditarse la vulneración del Derecho a la Libertad Personal del 
ciudadano QA1, esto es, al haber sido detenido de manera ilegal, invariablemente ocasionó 
que el aseguramiento de su vehículo por parte de elementos de la Policía Municipal de 
Tixpéual, Yucatán, quebrantara su Derecho a la Propiedad y a la Posesión, al serle ocupado 
sin que exista justificación legal para ello. 
 
Se tiene conocimiento que el referido automóvil fue ocupado por personal de la mencionada 
corporación policíaca, con el testimonio del ciudadano Diego Iván Rodríguez Loeza, 
Comandante de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quien ante personal de esta 
Comisión en fecha once de noviembre del año dos mil veinte, manifestó: “… que si recuerda 
los hechos que … el día no lo recuerda con exactitud pero que fue aproximadamente a las 
trece horas, cuando se encontraba en rutina de vigilancia a bordo de la unidad 317 de la cual 
tiene a cargo, junto con sus compañeros el elemento de nombre René Otilio Escobedo 
Vázquez y Tirso Romero, que transitaban por el rumbo del tramo del Municipio de Tixpéual 
rumbo a la Comisaría de Techó (sic), cuando el compareciente se percata que un vehículo de 
color azul, está zigzagueando, y que al emparejarse con el vehículo, percatándose que su 
conductor estaba utilizando su teléfono celular, razón por la cual y por medio del parlante, le 
da indicaciones al conductor del citado vehículo de que se detenga y se estacione a su costado 
derecho a la orilla de la carretera … se detiene el vehículo, por lo que el compareciente 
desciende de la unidad policíaca y se acerca al conductor del vehículo … le informa del motivo 
por el cual le está deteniendo su circulación, asimismo, se le solicitó la documentación 
correspondiente, como lo es la tarjeta de circulación y la licencia de conducir, respondiendo el 
conductor que no tenía por qué darle documento alguno ya que no son la autoridad facultada 
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para ello … el declarante le insiste en que exhiba los documentos a lo que el posible infractor 
se negaba diciendo que él se va, y de inmediato se subió a su vehículo y se retiró del lugar … 
seguidamente el declarante indicó a su personal que le dieran alcance al vehículo, subiendo 
todos a la unidad policíaca para darle alcance, lográndolo a la altura de Techó (sic), sobre la 
carretera … y en ese momento se baja de su vehículo … al momento en que se está levantando 
la infracción el declarante ordena al elemento de nombre Tirso que le retire una placa, a fin de 
que garantice el pago de la infracción al Municipio, siendo el caso que al estar realizando la 
labor de retiro de placa el elemento de nombre Tirso, el conductor le lanza un citado (sic) 
elemento a la altura de la cara, acción que pudo evitar y ante dicha acción agresiva a un 
elemento de policía, es detenido y asegurado con los ganchos de seguridad … y toda vez que 
el Municipio carece de grúa, el compareciente condujo el vehículo hasta la corporación 
policíaca, donde se le dio ingreso al detenido por los hechos antes mencionados, 
seguidamente realizó los trámites administrativos correspondientes … sabe que se pagó la 
multa y se le dio la libre, llevándose su vehículo …”.  
 
Pues bien, esta conducta de autoridad transgredió lo estipulado en los artículos 14 párrafo 
segundo y 16 párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, vigente en la época de los hechos, que son del tenor literal siguiente: 
 

“Artículo 14. (…) Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho …”. 
 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento …”. 

 
Así como lo previsto en el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
que dispone:  
 

“Artículo 17 
1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.” 

 
También lo establecido en el artículo XXIII de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, que prevé: 
 

“Artículo XXIII.- Toda persona tiene derecho a la propiedad privada 
correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya 
a mantener la dignidad de la persona y del hogar”. 

 
Además de lo estatuido en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, que determina lo siguiente:  
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“Artículo 21. 
1.- “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes …”. 
2.- “Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago 
de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los 
casos y según las formas establecidas por la ley.” 

 
En ese tenor, se tiene que, los servidores públicos pertenecientes a la Policía Municipal de 
Tixpéual, Yucatán, al detener de manera ilegal al ciudadano QA1, violentaron de igual manera 
con ello, su Derecho a la Propiedad y a la Posesión, al haber sido desposeído de su 
automotor, sin que exista motivo legal alguno que justifique la actuación de los uniformados. 
 
CUARTA.- Asimismo, el procedimiento de aseguramiento del vehículo del ciudadano QA1, 
quebrantó su Derecho a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica, ya que basta con recordar 
lo señalado por el Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza, en la entrevista que le fue 
realizada por personal de esta Comisión en fecha once de noviembre del año dos mil veinte, 
en la que refirió: 
 

“… toda vez que el Municipio carece de grúa, el compareciente condujo el 
vehículo hasta la corporación policíaca, donde se le dio ingreso al detenido … 
seguidamente realizó los trámites administrativos correspondientes … sabe que se 
pagó la multa y se le dio la libre, llevándose su vehículo …”. 
 

Al respecto, cabe señalar que, los artículos 433 fracción I, 434 párrafo primero, y 437 del 
Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, señalan las facultades 
que tiene tanto la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Yucatán, así como los 
Ayuntamientos que no cuentan con una reglamentación en la materia de conformidad con el 
diverso artículo 315 del citado cuerpo normativo, para realizar el aseguramiento de vehículos 
en la vía pública, esto al establecer:  
 

“Artículo 433. El servicio público especializado de transporte de carga, en su 
modalidad de arrastre y salvamento, se prestará en los siguientes casos:  
I. Cuando deba retirarse un Vehículo de la Vía Pública, con motivo de alguna 
infracción a la Ley, este Reglamento, la Ley de Transporte del Estado de Yucatán, 
su Reglamento y otras disposiciones legales y normativas aplicables …”. 
 
“Artículo 434. Tratándose de los casos previstos en las fracciones I y II del artículo 
anterior, únicamente la Secretaría estará facultada para mover o remolcar los 
vehículos en las vías públicas de jurisdicción estatal”. 
 

 
15“Artículo 3. Los preceptos de este Reglamento serán aplicables en las vías públicas de jurisdicción estatal y en aquellas de 
jurisdicción federal o municipal que sean transferidas al Poder Ejecutivo o se le transfieran mediante convenio. Los 
Ayuntamientos, en los términos de la Ley, podrán expedir su Reglamento en materia de Tránsito y Vialidad municipal, a fin de 
regular el uso de las vías públicas en el ámbito de su competencia o, en su caso, aplicar las disposiciones de este Reglamento”. 
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“Artículo 437. En la prestación del servicio especializado de transporte de carga, 
en su modalidad de arrastre y salvamento, la Secretaría y los concesionarios 
deberán observar lo siguiente: 
I. Estarán obligados, bajo su responsabilidad, a adoptar las previsiones y cuidados 
necesarios para evitar riesgos y daños a las personas y sus bienes, desde el 
momento en que se constituyan en el lugar donde serán realizadas las operaciones 
de arrastre o de salvamento;  
II. Al iniciar el traslado o el salvamento, los operadores del servicio público deberán 
levantar un inventario del Vehículo y de lo que se encuentra en su interior;  
III. Las operaciones, al efectuar el arrastre o salvamento, deberán realizarlo en 
condiciones tales que se evite o cause el menor obstáculo a la circulación de 
vehículos o personas;  
IV. Los prestadores del servicio público, serán responsables del daño o extravío de 
documentos y objetos que se encuentren en el interior de los vehículos y consten 
en el inventario correspondiente y de los daños que se causen al Vehículo, por 
negligencia, impericia, falta de cuidado o de equipo adecuado, conforme a la norma 
técnica aplicable;  
V. Los prestadores del servicio, antes de iniciar el traslado del Vehículo, deberá 
sellar todas las puertas, incluida la del portaequipaje y el cofre, con etiquetas 
adheribles y en el caso de falta de parabrisas, medallón o cristales laterales, 
colocarán material impermeable que cubra tales espacios, además del sellado antes 
mencionado, y  
VI. Los prestadores del servicio deberán expedir la copia del inventario, cuando les 
fuere solicitado”. 

 
Pues bien, de los anteriores artículos, se puede observar que, en efecto, la autoridad 
responsable tiene facultades para retirar de la vía pública un vehículo por alguna infracción a 
la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, su Reglamento, a la Ley de 
Transporte del Estado de Yucatán, su Reglamento y otras disposiciones legales y 
normativas aplicables, sin embargo, el Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza, fue 
omiso en seguir el procedimiento que señalan esos artículos.  
 
En primer lugar, la fracción I del artículo 433 del Reglamento de la Ley de Tránsito y 
Vialidad del Estado de Yucatán, señala que, el retiro de los vehículos debe hacerse en la vía 
pública, y debe ser prestado por el servicio público especializado de transporte de carga, 
en su modalidad de arrastre y salvamento, es decir, el vehículo debe ser asegurado en el 
lugar en donde se cometió la infracción y este aseguramiento debe ser realizado por una grúa. 
 
Como se mencionó líneas arriba, el Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza, refirió que el 
mismo condujo el automóvil de la parte agraviada hasta las instalaciones de la Policía 
Municipal de Tixpéual, Yucatán, debido a que el citado Municipio carece de grúa, sin embargo, 
dicha manifestación no lo eximía de respetar el procedimiento establecido en este tipo de 
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situaciones, toda vez que debió solicitar el servicio especializado de transporte de carga, en 
su modalidad de arrastre y salvamento, a algún concesionario debidamente autorizado para 
ello, por lo que en virtud de tal declaración hubo un allanamiento expreso por parte del servidor 
público involucrado en el hecho en estudio. 
 
Con base en lo anterior, queda patentizado que el Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza, 
infringió lo establecido en la multicitada fracción I del artículo 433 del Reglamento de la Ley 
de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, ya que el aseguramiento debió ser realizado 
en el lugar de los hechos por algún servicio especializado en el transporte de carga en su 
modalidad de arrastre y salvamento, a fin de dotar de certeza jurídica al propietario o 
posesionario del vehículo, de que su ocupación se realizaría de conformidad al procedimiento 
señalado en el artículo 437 de la citada reglamentación. 
 
La noción de certeza jurídica está inmersa en el principio de legalidad de los poderes públicos, 
de acuerdo con el cual éstos solamente podrán hacer aquello para lo que estén 
facultados por la norma jurídica. La certeza jurídica incide en el control del poder público y 
busca impedir la arbitrariedad de las autoridades y las personas que ejercen un servicio 
público en todos sus actos, al sujetarlos a una serie de reglas previstas en el orden jurídico 
vigente; las y los servidores públicos trastocan la certeza jurídica cuando se conducen al 
margen de la ley, ya sea por incurrir en conductas de acción u omisión contrarias a lo 
consignado por la norma, o bien, extralimitándose de sus funciones, es decir, al hacer más de 
lo que la ley en sentido material les permite. En este sentido, es importante señalar que, para 
cumplir o desempeñar sus obligaciones, los agentes del Estado deben cubrir todos los 
requisitos, condiciones y elementos que exige la Constitución y demás leyes que de ella 
emanan, así como en los Tratados Internacionales suscritos y ratificados por el Estado 
Mexicano para que la afectación en la esfera jurídica de los particulares que en su caso genere, 
sea jurídicamente válida, el acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado.  
 
Por ello, es necesario señalar que, los agentes del Estado no pueden actuar 
discrecionalmente, sino que sus acciones deben de estar estrictamente enmarcadas en 
el ordenamiento jurídico que las prevenga, respetando con ello, la garantía de certeza 
jurídica como valor fundamental del gobernado, cumpliendo de manera efectiva con 
todos aquellos requisitos que la ley impone a todo acto emanado de la autoridad.  
 
De igual manera, resultó violatorio a los derechos humanos a la Legalidad y a la Seguridad 
Jurídica del ciudadano QA1, la determinación del Comandante Diego Iván Rodríguez Loeza, 
de ordenar a su subordinado Tirzo Bernardo Romero Pech, que retirara una de las placas de 
circulación del vehículo del agraviado en cita, esto, para garantizar el pago de la multa que se 
le impuso por utilizar su equipo de telefonía móvil mientras conducía, basándose para ello, en 
el artículo 466 del Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, que en 
su opinión, faculta a los elementos policíacos de retener las placas de circulación de los 
vehículos o sus documentos para garantizar el pago de las infracciones. 
 
Expuesto lo anterior, este Organismo Protector de los Derechos Humanos, considera 
incorrecta la determinación adoptada por el servidor público Diego Iván Rodríguez Loeza, al 
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advertir que hubo una deficiencia técnica de su parte al momento de ajustar el hecho en estudio 
al referido precepto legal. 
 
Para evidenciar tal aserto, es necesario destacar el contenido del artículo 466 del 
Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, que es del tenor literal 
siguiente: 
 

“Artículo 466. En el caso de los conductores de vehículos con placas de otros 
estados del país cometan alguna infracción a las disposiciones de Tránsito y 
Vialidad, el Agente podrá retenerse una placa de circulación o los documentos 
establecidos en el artículo anterior (permiso o licencia de conducir, y tarjeta de 
circulación), como medida para garantizar el pago de la multa correspondiente.  
Se procederá de igual forma, tratándose de vehículos registrados en el Estado de 
Yucatán, cuando no acrediten la verificación de contaminantes o cuando a pesar de 
contar con el holograma de verificación de contaminantes, en forma ostensible se 
aprecie que sus emisiones de ruido y contaminantes pueden rebasar los límites 
máximos permisibles. Lo anterior a efecto de garantizar que los propietarios o 
posesionarios del Vehículo cumplan con los requisitos y normas establecidos en 
este Reglamento y demás disposiciones legales y normativas aplicables”. 

 
En ese tenor, de conformidad con lo establecido en el numeral transcrito, se desprende que, 
ciertamente los agentes tienen la facultad de retener las placas de circulación de los vehículos, 
esto, como medida para garantizar el pago de las multas que se les impongan a sus 
conductores por infringir las disposiciones de tránsito y vialidad, siempre y cuando se colmen 
los supuestos siguientes:  
 
I.- En el caso de vehículos con placas de otros estados del país. 
 
II.- Tratándose de vehículos registrados en el Estado de Yucatán, que no acrediten la 
verificación de contaminantes o cuando a pesar de contar con el holograma de verificación de 
contaminantes, en forma ostensible se aprecie que sus emisiones de ruido y contaminantes 
pueden rebasar los límites máximos permisibles. 
 
Pues bien, lo anterior, permite establecer que, en el caso que nos ocupa, no se configuró 
ninguna de las dos hipótesis previstas en el numeral en comento, en virtud que, el automóvil 
del ahora quejoso, no portaba placas de otro estado del país, sino del Estado de Yucatán como 
se hizo constar en el Informe Policial Homologado de fecha quince de octubre del año dos mil 
veinte, y si bien es cierto, eran de esta Entidad, también lo es que, no se le detuvo por 
cuestiones de contaminación, razón por la cual, se considera incorrecta la determinación del 
elemento policíaco Diego Iván Rodríguez Loeza de ordenar al oficial Tirzo Bernardo Romero 
Pech la retención de una de las placas de circulación del automotor del reclamante, situación 
que se acredita, con las constancias siguientes: 
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a) Informe Policial Homologado de fecha quince de octubre del año dos mil veinte, suscrito 
por el propio servidor público Diego Iván Rodríguez Loeza, Comandante en turno de la 
Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, en el que asentó: “… el día de hoy quince de octubre 
del presente año, el que suscribe C. Diego Iván Rodríguez Loeza, Comandante en turno de 
la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito de este H. Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, 
en compañía de los oficiales terceros C.C. René Otilio Escobedo Vázquez y Tirzo Bernardo 
Romero Pech, a bordo de la unidad 317 de la policía municipal … nos percatamos de una 
persona que conducía un vehículo color azul, que venía zigzagueando, por lo que
procedimos a darle alcance y al emparejarnos nos percatamos que se encontraba utilizando 
su celular mientras conducía sobre la carretera, por lo que procedemos a interceptarlo y a 
solicitarle que se detenga, a lo que esta persona se detiene … al descender de la unidad, 
le solicito al ciudadano se identifique y me enseñe los papeles de su vehículo, por lo que 
procede a identificarse, llamándose QA1, quien al indicarle el motivo en que se le solicitó 
se detenga era porque venía utilizando su teléfono móvil mientras conducía, por lo que se 
le indicó que con fundamento en el artículo 197 fracción I del Reglamento de Tránsito del 
Estado de Yucatán, se procedería a levantarle la boleta de infracción respectiva … que se 
le iba a entregar la boleta, y que a su vez se le iba a retener una placa de su vehículo 
para garantizar el pago de la multa que se le estaba levantando, ya que el artículo 466 
del Reglamento de Tránsito faculta a la policía retener la placa o documentos para 
garantizar el pago, a lo que en ese momento desciende de su vehículo e intenta 
golpear al oficial tercero Tirzo Bernardo Romero Pech, lo empuja y le lanza un golpe 
en la cara, oficial que se encontraba quitando la placa trasera del vehículo del referido 
QA1 …”. 

 

 
b) Acta circunstanciada de fecha once de noviembre del año dos mil veinte, relativa a la 

entrevista efectuada por personal de este Organismo al C. Tirzo Bernardo Romero Pech, 
oficial de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién manifestó: “… se encontraba en 
rutina de vigilancia a bordo de la unidad 317 junto con su compañero el comandante Diego 
Rodríguez Loeza y René Otilio Escobedo Vázquez … cuando el comandante le pidió que 
siguiera un carro que era (…)l sin recordar los detalles ya que su conductor estaba hablando 
por teléfono sin usar sus manos libres … procede a darle alcance al vehículo que ha 
señalado, y logra darle alcance … el comandante se dirige a hablar con el conductor, y en 
un determinado momento, el comandante le hace una señal al de la voz para que 
descienda de la unidad oficial, lo que realiza y se acerca al comandante, y éste le pide 
que le quite la placa trasera del vehículo lo que se dispone a realizar …”. 

 
c) Acta circunstanciada de fecha once de noviembre del año dos mil veinte, inherente a la 

entrevista realizada por personal de esta Comisión al C. René Otilio Escobedo Vázquez, 
oficial de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién refirió: “… el día … quince de 
octubre del año que transcurre, a las trece horas con diez minutos aproximadamente, 
cuando se encontraba junto con sus compañeros el comandante Diego Rodríguez y Tirzo 
Romero en turno de vigilancia … les rebasó un vehículo al parecer … (…)… siendo que el 
conductor iba hablando por teléfono sin usar las manos libres, por tal motivo es que el 
comandante le pide al conductor por medio del alto parlante que se pegue a la orilla de la 
carretera … lo que el conductor procede a realizar … Seguidamente el entrevistado 
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desciende de la unidad oficial y junto con el comandante se acercan al vehículo y le piden 
al conductor que descienda ya que le elaborarían su boleta de infracción, y en ese momento 
el quejoso empuja al comandante y se dirige hacia la parte trasera del auto donde se 
encontraba su compañero Tirzo Romero, quien había descendido de la unidad oficial 
para retirar la placa trasera del vehículo por orden del comandante que le había dado 
momentos antes …”. 

 
d) Acta circunstanciada de fecha once de noviembre del año dos mil veinte, correspondiente 

a la entrevista efectuada por personal de este Organismo al C. Diego Iván Rodríguez 
Loeza, Comandante de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, quién señaló: “… cuando 
se encontraba en rutina de vigilancia a bordo de la unidad 317 de la cual tiene a cargo, junto 
con sus compañeros el elemento de nombre René Otilio Escobedo Vázquez y Tirso Romero 
… cuando el compareciente se percata que un vehículo de color azul, está zigzagueando, 
y que al emparejarse con el vehículo, percatándose que su conductor estaba utilizando su 
teléfono celular, razón por la cual y por medio del parlante, le da indicaciones al conductor 
del citado vehículo de que se detenga y se estacione a su costado derecho a la orilla de la 
carretera … al momento en que se está levantando la infracción el declarante ordena 
al elemento de nombre Tirso que le retire una placa, a fin de que garantice el pago de 
la infracción al Municipio …”.  

 
Con dicho actuar, el servidor público Diego Iván Rodríguez Loeza, quebrantó el Derecho a 
la Legalidad y a la Seguridad Jurídica del ciudadano QA1, al interpretar y aplicar de manera 
inadecuada lo dispuesto en el artículo 466 del Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad 
del Estado de Yucatán. 
 
Por lo anterior, es preciso destacar que, la observancia de la Ley es un principio básico para 
la vida pública, lo cual implica una garantía de certeza jurídica a todos los ciudadanos, garantía 
que conlleva el respeto y cumplimiento de todo aquello que derive de la Ley, así como su 
aplicación correcta, pues sólo de esta forma se puede garantizar la certeza de que las personas 
no sufrirán en su esfera jurídica actos de autoridad que causen molestia o privación de manera 
injustificada. Dicho derecho tiene que ver con el conjunto de normas a las que debe ajustarse 
la actuación de la autoridad para generar una afectación jurídicamente válida, en la esfera 
jurídica del gobernado, sin que vulnere sus derechos humanos. Es un derecho que permite 
tener certeza jurídica sobre los actos de las autoridades, es decir, que estos actos estén 
fundados, motivados (principio de legalidad) y ajustados a la ley o normatividad aplicable a un 
caso concreto. La protección del derecho a la certeza jurídica y a la legalidad está garantizada 
en nuestro sistema jurídico nacional a través de lo que establecen los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se hace referencia al principio 
de legalidad de los actos de las autoridades. Asimismo, las disposiciones que obligan a las 
autoridades del Estado mexicano a cumplir con el derecho a la certeza jurídica y legalidad 
están plasmadas también en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su 
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artículo 17. 16 Es así que la certeza jurídica se traduce en el principio de legalidad de los 
poderes públicos, de acuerdo con el cual éstos están constreñidos a hacer aquello para lo que 
estén obligados por la norma jurídica, nacional o internacional vinculante para el Estado 
mexicano. El respeto al derecho a la certeza jurídica es garantía de control del poder público 
y busca impedir la arbitrariedad de las autoridades en su actuación, al sujetarlas a una serie 
de reglas previstas en el orden jurídico vigente. 
 
En otro orden de ideas, al haberse acreditado probatoriamente la vulneración del Derecho a la 
Libertad Personal y el Derecho a la Propiedad y a la Posesión, del ciudadano QA1, por parte 
de servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, el Informe Policial 
Homologado mediante el cual pretendieron sustentar su actuación, devino igual de ilegal.  
 
Se dice lo anterior, toda vez que, el referido parte informativo no se ajustó a lo establecido en 
los artículos 41 fracción I y 43 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
ya que su contenido se encuentra provisto de datos ajenos a la realidad histórica de los 
acontecimientos. En efecto, el servidor público Diego Iván Rodríguez Loeza, levantó el 
Informe Policial Homologado, en el que se relataron los pormenores de la detención del 
inconforme, siendo que el mismo contenía afirmaciones sin el soporte de datos o hechos 
reales, lo que trajo como consecuencia la existencia de perjuicios legales al ciudadano QA1, 
como lo fue su arresto administrativo.  
 
Lo anterior, tomando en consideración los datos proporcionados por el agente que nos ocupa, 
en el formato de datos de ingreso de detenidos a la Dirección Municipal de Seguridad Pública 
del H. Ayuntamiento de Tixpéual, Yucatán, de fecha quince de octubre del año dos mil veinte, 
por medio del cual, puso a disposición de la cárcel pública al ahora agraviado, por motivos 
totalmente distintos a los señalados en el Informe Policial Homologado (agresión física y verbal 
a elementos policíacos), lo que generó incertidumbre en el propio agraviado, a tal grado de 
generar una presunción fundada de la falta de veracidad del citado parte policial.  
 
Cabe resaltar que, el Informe Policial Homologado puede ser definido como el formato oficial 
para la elaboración de reportes policiales que notifiquen a detalle un evento (hecho 
presuntamente constitutivo de delito y/o falta administrativa) y hallazgos de una actuación 
policial, siendo que dota de Legalidad y Seguridad Jurídica la actuación de la función policial, 
al permitirles realizar sólo aquello que las normas expresamente les confieren y en todo 
momento someter su actuación a las facultades que las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones jurídicas atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben 
circunscribirse a estas disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y 
atribuciones.  
 

 
16Artículo17.- 1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 
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La importancia del levantamiento correcto del Informe Policial Homologado por parte de los 
cuerpos de seguridad del Estado, está regulada por el párrafo tercero del artículo 1° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra señala:  
 

“Artículo 1º.- (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley …”. 

 
De igual manera se relaciona con los artículos 41 fracción I y 43 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, que establecen:  
 

“Artículo 41.- Además de lo señalado en el artículo anterior, los integrantes de las 
Instituciones Policiales, tendrán específicamente las obligaciones siguientes: 
I. Registrar en el Informe Policial Homologado los datos de las actividades e 
investigaciones que realice …”. 
 
“Artículo 43.- La Federación y las entidades federativas establecerán en las 
disposiciones legales correspondientes que los integrantes de las Instituciones 
Policiales deberán llenar un Informe Policial Homologado que contendrá, cuando 
menos, los siguientes datos:  
I. El área que lo emite;  
II. El usuario capturista;  
III. Los Datos Generales de registro;  
IV. Motivo, que se clasifica en;  

a) Tipo de evento, y  
b) Subtipo de evento.  

V. La ubicación del evento y en su caso, los caminos;  
VI. La descripción de hechos, que deberá detallar modo, tiempo y lugar, entre otros 
datos.  
VII. Entrevistas realizadas, y  
VIII. En caso de detenciones: 

a) Señalar los motivos de la detención;  
b) Descripción de la persona;  
c) El nombre del detenido y apodo, en su caso;  
d) Descripción de estado físico aparente;  
e) Objetos que le fueron encontrados;  
f) Autoridad a la que fue puesto a disposición, y  
g) Lugar en el que fue puesto a disposición.  
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El informe debe ser completo, los hechos deben describirse con continuidad, 
cronológicamente y resaltando lo importante; no deberá contener afirmaciones sin 
el soporte de datos o hechos reales, por lo que deberá evitar información de oídas, 
conjeturas o conclusiones ajenas a la investigación”. 

 
También con la fracción XIV del artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, al indicar:  
 

“Artículo 132. Obligaciones del Policía. El Policía actuará bajo la conducción y 
mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos en estricto apego a 
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución. Para los efectos 
del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones: (…), (…), (…), 
(…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), 
XIV. Emitir el informe policial y demás documentos, de conformidad con las 
disposiciones aplicables. Para tal efecto se podrá apoyar en los conocimientos que 
resulten necesarios, sin que ello tenga el carácter de informes periciales …”. 

 
Y, por último, con los artículos 31 y 33 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, 
vigente en la época de los hechos, que disponen:  
 

“Artículo 31. Obligaciones Los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública tendrán las obligaciones establecidas en el artículo 40 de la ley general; (…), 
Adicionalmente, los integrantes de las instituciones policiales tendrán las 
obligaciones específicas establecidas en el artículo 41 de la ley general”. 
 
“Artículo 33. Informe policial homologado Los integrantes de las instituciones 
policiales, en términos del artículo 41, fracción I, de la ley general, deberán registrar 
en el informe policial homologado los datos de las actividades e investigaciones que 
efectúen durante el desempeño de sus facultades y obligaciones. 
 
El contenido y la forma de llenado del informe policial homologado se ajustarán a lo 
establecido en el artículo 43 de la ley general y en las demás disposiciones legales 
y normativas aplicables. 
En caso de efectuar alguna detención, los agentes policiales deberán avisar 
inmediatamente a los centros nacional y estatal de información, a través del informe 
policial homologado”. 

 
Así pues, con esta situación se vulneró el Derecho a la Legalidad y a la Seguridad 
Jurídica del ciudadano QA1, en virtud que el Estado tiene la obligación de garantizar, no 
sólo que los ciudadanos tengan conocimiento en todo momento las consecuencias jurídicas 
de infringir la ley, sino también que el procedimiento que se lleve al cabo sea mediante reglas 
y condiciones claras que les permitan asumir una defensa adecuada para su causa. 



 
RECOMENDACIÓN 03/2024 

 

 www.codhey.org 
codhey@prodigy.net.mx 

Por consiguiente, en virtud de las transgresiones a derechos humanos que han sido expuestas 
y analizadas con antelación, que en el ejercicio de sus funciones fueron cometidas por 
servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, es claro e indubitable que, 
de igual forma incurrieron en agravio del ciudadano QA1, en una violación a sus Derechos a 
la Legalidad y a la Seguridad Jurídica en su particularidad de Ejercicio Indebido de la 
Función Pública, que es concebido como el incumplimiento de las obligaciones derivadas de 
la relación jurídica existente entre el Estado y sus empleados, realizada directamente por un 
servidor público, o indirectamente mediante su anuencia o autorización, y que afecte los 
derechos de los gobernados. 
 
Esta Comisión Estatal de Derechos Humanos, concluye lo anterior, toda vez que los servidores 
públicos antes mencionados, dejaron de cumplir con la máxima diligencia el servicio que se 
les había encomendado, que es el de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
en la esfera de su competencia, de conformidad con el antes invocado párrafo tercero del 
artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la 
época de los hechos; incurriendo por ende, en actos arbitrarios y proscritos de forma absoluta 
en nuestro sistema normativo y constitucional, así como en omisiones, en detrimento del 
respeto a los derechos humanos del agraviado que nos ocupa, al inobservar las obligaciones 
relacionadas con su encomienda, a efecto de salvaguardar la eficiencia, honradez, 
imparcialidad, lealtad y legalidad en el desempeño de sus funciones, consagradas en el 
artículo 7 fracciones IV, V, VI, VIII y IX de la Ley de Responsabilidades Administrativas 
del Estado de Yucatán, que prevén: 
 
 

“Artículo 7. Principios rectores del servicio público  
Para efecto de la observancia a que hace referencia la Ley General, los servidores 
públicos estarán obligados a salvaguardar en el ejercicio de su empleo, cargo, 
comisión o función los siguientes principios: (…), (…), (…), 
IV. Eficiencia: Ejercer sus facultades o atribuciones de manera efectiva, no sujeta 
a mayores condicionantes que las que establece la normatividad aplicable y 
absteniéndose de cualquier acción u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de la función que le sea encomendada o el aumento significativo de los costos 
proyectados; 
V. Honradez: Observar una conducta ética y abstenerse de obtener, para sí o para 
las personas a que se refiere el artículo 54 de la presente Ley, provechos indebidos 
o cualquier tipo de beneficio que no forme parte de su remuneración; 
VI. Imparcialidad: Mantenerse ajenos a los intereses personales, familiares, de 
trabajo, de negocios, o cualquier otro que afecten la objetividad, adoptando en sus 
actos y resoluciones criterios que privilegien el mejor derecho, (…); 
VIII. Lealtad: Ejercer la función pública con el mayor empeño, absteniéndose de 
representar intereses contrarios al Estado o cualquiera de sus componentes, y 
cualquier acto u omisión que generen un daño a aquel; 
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IX. Legalidad: Observar durante el ejercicio de su empleo, cargo o comisión las 
Constituciones Federal y del Estado, las Leyes, los reglamentos y demás 
disposiciones de observancia general, así como fundar y motivar los actos de 
autoridad que representen actos de molestia y privativos a las personas a las que 
se encuentren dirigidos …”.  

 
Así como también, dichos servidores públicos con sus irregulares actuaciones contravinieron 
lo contemplado en los artículos 1 y 2 del Código de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que a la letra señalan: 
 

“Artículo 1.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en todo 
momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo 
a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de 
responsabilidad exigido por su profesión”. 
 
“Artículo 2.- En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y 
defenderán los derechos humanos de todas las personas”. 

 
Apartándose, por ende, de los principios que rigen la actuación de las instituciones de 
seguridad pública consagrados en el artículo 21 párrafo noveno de nuestra Carta Magna, 
vigente en la época de los hechos, que establece: 
 

“Artículo 21.- (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), (…), … La actuación de las 
instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución …”. 

 
Al igual que lo dispuesto en el artículo 40 fracción I de la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, vigente en la época de los hechos, que prevé: 
 

“Artículo 40.- Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios 
constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad 
Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones: 
I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden 
jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos humanos reconocidos en 
la Constitución …”. 

 
Bajo estas premisas, debe mencionarse que, las conductas y omisiones desplegadas por los 
servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, vulneraron en detrimento del 
ciudadano QA1, sus derechos humanos contemplados por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los diversos tratados internacionales y demás legislación a que se 
ha hecho referencia en el cuerpo de la presente resolución. 
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En consecuencia, con la finalidad de fortalecer la cultura de respeto a los derechos humanos 
y no dejar impunes acciones ilegales como éstas, se recomienda al C. Presidente Municipal 
de Tixpéual, Yucatán, iniciar el procedimiento disciplinario y/o administrativo respectivo en 
contra de los servidores públicos que intervinieron en las transgresiones a los derechos 
humanos del agraviado, y en su caso, imponer las sanciones que resulten, con base en las 
consideraciones vertidas en el cuerpo de la presente Recomendación.  
 
QUINTA.- OTRAS CONSIDERACIONES.- 
 
A).- En otro orden de ideas, respecto a las manifestaciones realizadas por el ciudadano QA1, 
en su queja de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, en el sentido de que, ninguno 
de los policías municipales involucrados en los hechos de los que se adoleció se identificó, así 
como éstos le solicitaron el pago de la multa que en ese momento le impusieron, y que éste 
tenía que ser en efectivo el cual ellos mismos recibirían, debe decirse que, de las evidencias 
de las que se allegó esta Comisión, así como de las investigaciones realizadas de manera 
oficiosa por personal de la misma, no se obtuvieron elementos probatorios que corroboren las 
declaraciones realizadas por el quejoso en cuestión, lo que no significa que no se consideren 
ciertas sus afirmaciones, sino únicamente que no se encontraron datos que las sustenten y 
corroboren. 
 
B).- Por otra parte, en cuanto a la inconformidad referida por el ciudadano QA1, en su 
mencionada queja de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, consistente en que, 
uno de los oficiales de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, que intervino en los hechos 
de los que se quejó, lo amenazó, se tiene que, de las evidencias de las que se allegó este 
Organismo, así como de las investigaciones realizadas de manera oficiosa por personal del 
mismo, no se obtuvieron elementos probatorios que corroboren de manera fehaciente las 
manifestaciones realizadas por el quejoso en cuestión, toda vez que, si bien es cierto, obra en 
las constancias que integran el expediente que ahora se resuelve, el testimonio de T1., mismo 
que fue entrevistado por personal de esta Comisión el diez de febrero del año dos mil veintitrés, 
dicha declaración se encuentra aislada sin que este adminiculada con ninguna otra evidencia 
que entre sí acrediten la existencia del hecho violatorio en análisis, por lo que este Organismo 
no puede emitir señalamiento alguno, al no contar con los elementos probatorios necesarios 
para pronunciarse al respecto, lo que no significa que no se considere veraz la manifestación 
realizada por la persona afectada, sino únicamente que no se encontraron evidencias que 
sustenten y corroboren de manera objetiva su dicho.  
 
C).- En lo que atañe a lo indicado por el ciudadano QA1, en su referida queja de fecha 
dieciocho de octubre del año dos mil veinte, en relación de que fue objeto de agresiones físicas 
por parte de los elementos policíacos involucrados en los hechos de los que se adoleció, es 
de señalarse que, no existen elementos de prueba que hagan crear convicción sobre lo 
relatado por el inconforme que nos ocupa, ya que, si bien es cierto, obra en autos del 
expediente que ahora se resuelve, unas fotografías de su persona, en las que se observa una 
coloración rojiza en el dorso de sus ambas manos, también lo es que, dichas imágenes no son 
suficientes para confirmar lo manifestado por el afectado en cuestión, toda vez que no se 
encuentran robustecidas con alguna otra prueba que corrobore lo señalado por el inconforme 
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en su queja, al no haber aportado éste, evidencia alguna que, adminiculada con las referidas 
fotografías, acredite las agresiones que afirmó le fueron infligidas, por lo que en virtud de lo 
anterior, esta Comisión no puede emitir señalamiento alguno respecto a la inconformidad a 
que se contrae el presente inciso, al no contar como se hizo mención, con las evidencias 
necesarias para tener por comprobados los hechos que fueron puestos en su conocimiento. 
 
D).- Por último, en relación a las afirmaciones realizadas por el ciudadano QA1, en su 
multicitada queja de fecha dieciocho de octubre del año dos mil veinte, en el sentido que lo 
despojaron de su ropa en la cárcel pública municipal de Tixpéual, Yucatán, dejándolo 
únicamente con su ropa interior, debe decirse que, en las constancias que integran el 
expediente que se resuelve, no obra evidencia alguna que acredite lo externado por el quejoso 
en cita, pues solo existe lo manifestado por él, además que, en las fotografías que proporcionó, 
entre éstas, unas donde está en el interior del citado centro de detención municipal, se le 
observa completamente vestido y no como manifestó que se le dejó solamente con su ropa 
interior, por lo que en virtud de lo anterior, este Organismo no puede emitir pronunciamiento 
alguno al respecto. 
 
Ahora bien, no obstante, lo determinado en los incisos anteriores, se dejan a salvo los derechos 
del ciudadano QA1, a efecto que los haga valer ante la Autoridad Ministerial correspondiente, 
para que ésta en el ámbito de sus facultades y atribuciones resuelva lo que legalmente 
corresponda. 
 
SEXTA.- OBLIGACIÓN DE REPARAR EL DAÑO POR LA VIOLACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS. 
 
Cabe señalar que, una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr la 
reparación del daño consiste en plantear la reclamación ante el órgano competente. En tal 
virtud, al acreditarse vulneraciones a los derechos humanos atribuibles a servidores públicos 
del Municipio de Tixpéual, Yucatán, la Recomendación que se formule al Ayuntamiento de la 
citada territorialidad, debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución 
del o los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños 
y perjuicios que se hubieran ocasionado, por lo cual es necesario que se realice la reparación 
conducente en los términos de ley, procurando que la víctima directa o sus familiares no 
enfrenten complejidades que signifiquen un impedimento u obstrucción a la satisfacción pronta 
de sus derechos. 
 
A).- MARCO CONSTITUCIONAL.- 
 
Los artículos 1º párrafo tercero y 109 fracción III de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, vigente en la época de los hechos, establecen: 
 

“Artículo 1º.- (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
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investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley …”. 
 
“Artículo 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: (…), 
(…),  
III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley 
establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u 
omisiones. (…) Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito 
Federal y sus demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos de control, 
que tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que se refiere el 
párrafo anterior …”. 

 
B).- MARCO INTERNACIONAL.- 
 
El instrumento internacional denominado Principios y directrices básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones, aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el día 16 de diciembre de 2005, establece “que una reparación adecuada, efectiva y 
rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 
internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las 
violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas 
internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u 
omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica u otra entidad están 
obligadas a dar reparación a la víctima, la parte responsable deberá conceder reparación a la 
víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima”. 
 
Por otro lado, indica que “Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica 
en los principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición”. 
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La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a 
la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o la violación grave 
del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el 
restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar 
y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la 
devolución de sus bienes. 
 
La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente 
evaluables que sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos, tales como: a) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, 
en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; c) Los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) Los perjuicios morales; y e) Los gastos de 
asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y 
sociales.  
 
En cuanto a la Rehabilitación señala que ha de incluir la atención médica y psicológica, así 
como de servicios jurídicos y sociales. 
 
En relación a la satisfacción alude que ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la 
totalidad o parte de las medidas siguientes: a) Medidas eficaces para conseguir la cesación de 
las violaciones continuadas; b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa 
de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que 
han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; c) La 
búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de 
los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver 
a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su 
familia y comunidad; d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; 
e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades; f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 
responsables de las violaciones; g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; h) La 
inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el 
material didáctico a todos los niveles. 
 
Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las 
medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención: a) El ejercicio de un control 
efectivo de las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; b) La garantía de 
que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales 
relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; c) El fortalecimiento de la 
independencia del poder judicial; d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y 
la asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de 
los derechos humanos; e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los 
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sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; f) La promoción de la observancia de 
los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular las normas internacionales, por 
los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los 
establecimientos penitenciarios, los medios de información, la salud, la psicología, los servicios 
sociales y las fuerzas armadas, además del personal de empresas comerciales; g) La 
promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales; h) 
La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las 
permitan. 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece: 
 

“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 
1.- Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social.  
 
“Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. 
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades”.  
 
“Artículo 63  
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que 
se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada”. 

 
Asimismo, conforme al artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, 
los Estados no pueden invocar su normatividad interna, o la falta de esta, para incumplir 
con obligaciones internacionalmente adquiridas.  
 
No está por demás recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el párrafo 
127 del Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, Sentencia 
del 19 de noviembre de 1999 (Fondo), señaló lo siguiente:  
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“… Por otra parte, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de 
las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con 
amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en 
procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como 
en busca de una debida reparación.” 

 
De lo anterior, resulta evidente que toda violación a derechos humanos genera hacia las 
víctimas un derecho a la reparación del daño por parte del Estado, siendo, además que, esta 
responsabilidad en materia de derechos humanos debe ser completa, integral y 
complementaria.  

 
C).- MARCO JURÍDICO MEXICANO.-  
 
Así también los artículos 1º párrafos tercero y cuarto, 7 fracción II, y 26 de la Ley General 
de Víctimas, vigente en la época de los hechos, prevén: 
 

“Artículo 1°. (…), (…), La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a 
las autoridades de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, 
así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones 
públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar 
ayuda, asistencia o reparación integral. Las autoridades de todos los ámbitos de 
gobierno deberán actuar conforme a los principios y criterios establecidos en esta 
Ley, así como brindar atención inmediata en especial en materias de salud, 
educación y asistencia social, en caso contrario quedarán sujetos a las 
responsabilidades administrativas, civiles o penales a que haya lugar. 
La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 
implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del 
hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 
derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante …”. 
 
“Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter 
enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, 
favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. Las 
víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: (…)  
II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 
transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos 
como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas 
violaciones les causaron …”. 

 
“Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, 
plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
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como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición”. 

 
En este tenor, los artículos 5 fracciones II y VIII, 7 y 8 párrafo primero de la Ley de Víctimas 
del Estado de Yucatán, vigente en la época de los hechos, disponen: 
 

“Artículo 5. Derechos de las víctimas. Las víctimas tienen, de manera enunciativa, 
más no limitativa, los siguientes derechos: (…),  
II. Recibir las medidas de ayuda inmediata, de asistencia, de atención y de 
reparación integral a que se refiere el artículo 7, en forma oportuna, rápida, gratuita 
y bajo un enfoque transversal de género, intercultural y diferencial; (…), (…), (…), 
(…), (…),  
VIII. Ser reparadas integralmente, de manera efectiva, diferenciada y 
transformadora por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o de las 
violaciones a los derechos humanos de que fueron objeto …”.  
 
“Artículo 7. Medidas. … las medidas de reparación integral, que comprenden las 
de restitución, de rehabilitación, de compensación, de satisfacción y de no repetición 
establecidas en la Ley General de Víctimas …”.  
 
“Artículo 8. Reparación integral. La reparación integral comprende las medidas 
de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 
Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en 
cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y 
magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 
características del hecho victimizante …”. 
 

Lo anterior, deja en claro que las víctimas de violaciones a sus derechos humanos, tienen la 
facultad de participar en el proceso de reparación del daño, no sólo para el esclarecimiento de 
los hechos y que los responsables sean sancionados, sino también para obtener una debida 
reparación. 
 
Pues bien, una vez fijado el marco teórico y doctrinal de la reparación del daño, se procede a 
señalar, dadas las circunstancias específicas del presente caso, las modalidades que deben 
de ser atendidas por la autoridad responsable para lograr que la misma sea completa, integral 
y complementaria. 
 
En ese sentido, en virtud que, a la fecha de la elaboración de esta Recomendación, no se tiene 
conocimiento que se haya reparado de manera completa, integral y complementaria el daño 
causado por la vulneración de los derechos humanos del ciudadano QA1, por parte de 
servidores públicos de la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, resulta más que 
evidente, el deber ineludible del Alcalde de dicha demarcación territorial, proceder a la 
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realización de las acciones necesarias para que se repare el daño de manera integral, con 
motivo de las afectaciones a derechos humanos, lo anterior, sustentado en lo establecido en 
el párrafo primero de la fracción III del artículo 109 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, vigente en la época de los eventos y, 87 de la Ley de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en vigor.  
 
Por lo antes expuesto, se emite al C. Presidente Municipal de Tixpéual, Yucatán, las 
siguientes: 
 
 

RECOMENDACIONES 
 

PRIMERA.- Como Garantía de Satisfacción y con la finalidad de fortalecer la cultura de 
respeto a los derechos humanos y no dejar impunes acciones ilegales de los servidores 
públicos, en atención a las consideraciones vertidas en el capítulo de observaciones de la 
presente resolución, se sirva iniciar de manera inmediata: 
 
1.- El procedimiento disciplinario y/o administrativo que corresponda, en contra de los policías 

municipales Diego Iván Rodríguez Loeza, Tirzo Bernardo Romero Pech y René Otilio 
Escobedo Vázquez, a efecto de determinar su grado de responsabilidad en la transgresión 
a los derechos humanos del ciudadano QA1. 

 
2.- Una investigación interna, a efecto de identificar a los servidores públicos de la Policía 

Municipal de Tixpéual, Yucatán, que vulneraron los Derechos a la Libertad Personal, así 
como a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica del ciudadano QA1, al haber determinado 
retenerlo ilegalmente en las instalaciones de dicha Institución Policial, incurriendo por 
consiguiente en un Ejercicio Indebido de la Función Pública. 

 
Todo lo anterior, para determinar también, si estos elementos policíacos lo hicieron por 
convicción propia o actuaron por órdenes de algún mando jerárquicamente superior a ellos. 

 
Siendo que una vez identificados, se les inicie el procedimiento disciplinario y/o administrativo 
que corresponda.  
 
Asimismo, los procedimientos disciplinarios y/o administrativos que se inicien deberán ser 
ágiles, imparciales y apegados a la legalidad, y en los que se deberán de imponer las 
sanciones que correspondan de acuerdo al nivel de responsabilidad, en la inteligencia, que si 
del resultado de dicha investigación, apareciere identificado algún otro servidor público de la 
Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, como responsable, proceder de la misma manera. 
Todo lo anterior, aún y cuando no sigan prestando sus servicios en la mencionada Institución 
Policial, toda vez que, en ese caso, los resultados de los procedimientos incoados, deberán 
ser agregados a los expedientes personales de los servidores públicos implicados para los 
efectos legales a que haya lugar, debiendo acreditar dicha circunstancia con las constancias 
conducentes. 
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Además, la instancia de control que tome conocimiento del asunto a que se viene haciendo 
referencia, en caso de advertir la existencia de una probable responsabilidad civil y/o penal por 
parte de los servidores públicos involucrados, deberá de ejercer las acciones necesarias a fin 
de que sea iniciado el procedimiento correspondiente.  
 
SEGUNDA.- Atendiendo a la Garantía de no Repetición, instruir por escrito a todos los 
servidores públicos que integran la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, a efecto que: 
 
1.- Las detenciones en las que intervengan, las realicen de conformidad con los artículos 14 y 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de evitar abusos en 
la esfera jurídica de los gobernados y realizar lo que la ley, en sentido material les permite. 

 
2.- Se abstengan de efectuar el arrastre de los vehículos que aseguren, sin seguir el 

procedimiento establecido para tal efecto en el Reglamento de la Ley de Tránsito y 
Vialidad del Estado de Yucatán; así como se inhiban de retener las placas de circulación 
de los mismos, fuera de los casos previstos en la citada reglamentación 

 
3.- En los Informes Policiales Homologados que elaboren, registren los datos y hechos reales 

tal y como lo establecen los artículos 41 fracción I y 43 de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, para dotar de certeza jurídica sus actuaciones frente a 
los gobernados. 

 
4.- Se abstengan de realizar cualquier conducta que constituya o pueda interpretarse como 

una amenaza, acoso, represalia o cualquier otra actividad de naturaleza análoga, hacia la 
persona, familiares o bienes de la parte agraviada, siendo importante aclarar que, esta 
última medida que se solicita, en ningún momento puede interpretarse, ni debe mucho 
menos adoptarse, con detrimento a las obligaciones que en materia de seguridad pública 
prevé la normatividad respectiva para la mencionada corporación policíaca. 

 
TERCERA.- También como Garantía de no Repetición, impartir cursos de capacitación a 
todos los servidores públicos que integran la Policía Municipal de Tixpéual, Yucatán, relativos 
a los siguientes temas: 
 
1.- Sobre el derecho humano a la Libertad Personal que incluya cuestiones inherentes a los 

aspectos formales y materiales que deberán de cumplirse al momento de detener una 
persona bajo una perspectiva de derechos humanos. 

 
2.- Identificar los casos previstos en el Código Nacional de Procedimientos Penales, así 

como en el Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado de Yucatán, en los 
cuales los faculten para retener y/o asegurar vehículos, así como el procedimiento que 
debe realizarse para llevarlo a cabo, al igual que para su arrastre.  

 
3.- Sobre los casos previstos en el Reglamento de la Ley de Tránsito y Vialidad del Estado 

de Yucatán, en los cuales los faculten para retener las placas de circulación de los 
vehículos.  
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4.- En cuanto a la elaboración de los Informes Policiales Homologados que levanten con motivo 

de sus funciones, para que éstos estén apegados a las actividades e investigaciones que 
realicen, con datos y hechos reales, evitando información de oídas, conjeturas o 
conclusiones ajenas a la investigación, tal y como lo señalan los artículos 41 fracción I y 
43 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a fin de dotar de 
certeza jurídica sus actuaciones en interacción con los gobernados. 

 
Lo anterior, con la finalidad de evitar que actos como los señalados en la presente resolución 
se repitan, así como para concientizar al personal policíaco, respecto de la importancia del 
respeto a los derechos humanos de los gobernados, así como las implicaciones que tienen las 
irregularidades que cometen durante el desempeño de sus funciones, a efecto de fomentar en 
ellos, una mayor conciencia sobre la delicada tarea que el Estado les ha encomendado y opten 
como regla invariable de su conducta, el respeto a las normas y se brinde una atención digna 
y de calidad, así como un servicio profesional, siendo que a este respecto:  

 
a).- En la organización de los cursos de capacitación se deberá promover su plena preparación 

y conocimiento respecto de las atribuciones, obligaciones y prohibiciones que deben 
considerar en el desempeño de sus funciones, estableciendo que mantengan privilegiada 
la observancia de las disposiciones establecidas en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales en la materia firmados y ratificados por el 
Estado Mexicano, así como la normatividad federal, estatal y municipal; y de esta manera 
eviten cualquier conducta que pueda afectar los derechos humanos, como aconteció en el 
presente caso. 

 
b).- Instruirlos respecto a la observancia obligatoria del Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley, documento fuente en los que deben regirse tanto en la 
permanente actualización como en el reentrenamiento del personal. 

 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se requiere al C. Presidente Municipal de Tixpéual, 
Yucatán, que la respuesta sobre la aceptación de estas recomendaciones, sea informada 
a este Organismo dentro del término de quince días hábiles siguientes a su notificación, 
e igualmente se le solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de 
las mismas, se envíen a esta Comisión Estatal de Derechos Humanos, dentro de los quince 
días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la 
aceptación de las mismas, en la inteligencia que la falta de presentación de las pruebas, se 
considerará como la no aceptación de esta Recomendación. 
 
Por otro lado, hágase del conocimiento de la presente Recomendación al C. Secretario de 
Seguridad Pública del Estado de Yucatán, para que de conformidad con los artículos 122 
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y 24 y 28 fracciones IX y XIII de 
la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, se de vista al Centro Estatal de Evaluación 
y Control de Confianza (C3) y Centro Estatal de Información sobre Seguridad Pública, a 
efecto que mantengan actualizados, el primero, los expedientes y procedimientos de los 
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integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, y en lo que concierne al segundo, el 
Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública. 
 
Asimismo, dese vista de la presente resolución a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención 
a Víctimas, a efecto que el ciudadano QA1, sea inscrito en el Registro Estatal de Atención a 
Víctimas, en consideración a su derecho contemplado en la fracción XI del artículo 5 de la Ley 
de Víctimas del Estado de Yucatán, sin que dicha inscripción implique por parte de la autoridad 
responsable el incumplimiento a las recomendaciones emitidas por este Organismo Protector 
de Derechos Humanos. Para tal efecto, oriéntese al aludido agraviado, a fin de que acuda a 
la referida Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, para proporcionar los datos e 
información que se requieren para proceder a su inscripción. 
 
En virtud de todo lo anterior, se instruye a la Visitaduría General, dar continuidad al 
cumplimiento de las recomendaciones emitidas en esta resolución, en términos de lo 
establecido en la fracción IX del artículo 34 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Yucatán, en vigor. 
 
Así lo resolvió y firma el Maestro en Derecho José Gustavo Arjona Canto, encargado de 
la Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en términos 
del párrafo segundo del artículo 17 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Yucatán, en vigor. Notifíquese.- - -  
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